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I. CONSIDERACIONES PRELIMINARES 
 
1. Vigencia del concepto de daño: responsabilidad de la Admi-
nistración eclesiástica 
 
En el ordenamiento canónico, cada fiel es titular de unos de-
rechos que le son debidos en virtud de su dignidad de ser humano 
y de miembro de la Iglesia. Cuando se lesionan ilegítimamente 
estos bienes y derechos se comete un perjuicio que ha de ser 
reparado. Desde los primeros tiempos del Derecho Canónico 
consta la conciencia de que existen lesiones que deben ser 
evitadas, y a las que se alude bien con el término daño, o bien 
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con otros similares, que recogen el contenido sustancial de este 
concepto1. 
Tanto el Código de 19172 como el de 19833, dejan clara cons-
tancia de la vigencia del concepto de daño dentro del 
ordenamiento canónico. Existen abundantes referencias al daño –
bien con ese término o bien con alguno equivalente– en los dos 
cuerpos legislativos. Por lo demás, esos textos recogen una 
tradición que manifiesta a su vez la existencia de este concepto 
ya en el Derecho Canónico anterior. Sin embargo, resulta patente 
la ausencia de una definición que delimite y fije el contenido de 
este término como institución jurídica.  
 
1. Me he ocupado con detenimiento de la cuestión en mi Tesis doctoral, 
Pautas para una concepción del resarcimiento de daños, Pamplona 1993, pro 
manuscripto. 
2. En el CIC 17 pueden verse, por ejemplo, las siguientes normas: 
obligación de evitar el daño: cfr. cc. 81, 120 § 3, 473 § 1, 647, 990,1026, 
1106, 1240, 1405, 1523, 1530 § 2, 1654, 1851, 2147 § 2,5º, 1935 § 1, 2191 § 
3, 2367, 2407. Modo de evitar algunos daños: cfr. cc. 595, 770, 990, 1131, 
1823 § 1, 755 § 2,2º, 1530 § 2, 1318. Normas procesales para evitar el daño: 
cfr. cc. 1672 § 1, 1674, 1917 § 2,2. Normas sobre el resarcimiento del daño: 
(obligación de restituir) cfr. cc. 1666, 1832, 894-2,363, 1528, 1625 §§ 1 y 2, 
1681, 1731, 3º, 1766 § 2, 1787, 1798, 1857 § 2, 1910, 2144 § 2, 2242 § 2, 
2354; (acción de reparación) cfr. cc.1017 § 3, 1527 § 2, 1678, 1684, 1687, 
1688, 1689, 1905 § 2, 3, 2210, 2213; (daños penales) cfr. cc. 1898, 1899, 
2196, 2218, 2308, 2333; (facultades del juez) cfr. cc. 6171674, 1832, 1833, 1º, 
1951, 1952, 2223 § 3. 
3. En el CIC 83 pueden verse, por ejemplo, las siguientes normas: 
Obligación de evitar el daño: cfr. cc. 80, 326 § 1, 395, 428, 630, 984, 1132, 
1284 § 2 n. 1 y 3, 1293 § 2, 540 § 2, 1741 n. 5, 1357 § 2. Modo de evitar 
algunos daños: cfr. cc. 83, 87 § 2, 550, 867, 1048, 1080 §§ 1 y 2, 1132, 1184 
3º, 1293 § 2, 1201 § 2, 1361 § 3, 1546 § 1, 1548 § 2 n. 2, 1741. Abuso de 
poder con daño : c. 1318. Normas procesales para evitar el daño: cfr. cc. 
1399, 1448 § 1, 1496, 1498, 1499, 1645 § 2, 4º, 1650 § 3. Normas sobre el 
resarcimiento del daño : (obligación de restituir) cc. 57 § 3, 128, 695, 
982,1281 § 3, 1289, 1390, 1389 § 2, 1457 § 1, 1515, 1718 § 4; (acción de 
reparación) cc. 1062 § 2, 1281 § 3, 1645 § 2 nº 3, 1729 §§ 1 y 3; 
(indemnizaciones particulares) cc. 1521, 1571, 1595, 1647; (facultades del 
juez) cc. 1339 § 2, 1344, 1357 §2, 1498, 1499, 1649 §1 n.4, 1730; (condición 
penal) cc. 1318, 1323, 1328, 1347 § 2. 
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Asimismo consta la conc iencia, por parte de la Iglesia, de la 
obligación de reparar esos daños. Podría decirse, salvando los 
debidos matices, que la Administración pública eclesiástica se ha 
considerado responsable a lo largo de la Historia. Esta actitud se 
formaliza en 1988, cuando el Papa Juan Pablo II aprueba la 
Constitución Apostólica Pastor Bonus4, en cuyo artículo 123 se 
establece la posibilidad de reclamar ante la Signatura Apostólica 
el resarcimiento de los daños causados por el acto administrativo 
recurrido ante el mismo tribunal. El precepto citado dice así: 
"Además, juzga sobre los recursos, presentados dentro del 
término perentorio de 30 días útiles, contra actos administrativos 
singulares, tanto realizados por dicasterios de la Curia Romana 
como por ellos aprobados, todas las veces que se discuta si el 
acto impugnado ha violado la ley, en la deliberación o en el 
procedimiento. 
En estos casos, además del juicio de legitimidad, ese 
dicasterio puede juzgar también, siempre que el recurrente lo 
pida, sobre la reparación de los daños causados en el acto 
ilegítimo".  
Este claro reconocimiento de la vigencia en la Iglesia del con-
cepto de daño administrativo, entendido como lesión resarcible, 
confirma a su vez implícitamente la alusión que hace el Código a 
la responsabilidad de la Administración pública, cuando remite 
en el c. 57 al principio general de responsabilidad por daños del 
c. 128 (precepto que sólo determina los requisitos que ha de 
reunir el perjuicio –causado en cualquier ámbito– para ser 
resarcible según derecho, sin aportar otros matices necesarios). 
Y, además, viene a establecer explícitamente un cauce para llevar 
a efecto la reclamación de esa responsabilidad en la vía 
jurisdiccional.  
 
 
 
4. AAS LXXX (1988), pp. 841-912. 
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2. Cauce procesal para la reclamación de resarcimiento en la 
actualidad 
 
La Iglesia ha contado, también desde antiguo, con medios téc-
nicos más o menos adecuados para promover el resarcimiento los 
daños que causa la Administración. Así lo reflejan las Decretales 
de Gregorio IX5 en el capítulo Cum sit romana, de 
appellationibus de Alejandro III y una Constitución de Bonifacio 
VIII recogida en el Liber VI6. Estos medios se fueron 
perfeccionando a medida que avanzaba la ciencia canónica7, si 
bien con un breve paréntesis de tiempo durante el que se 
retrocedió en este camino, a raíz de la situación politico-cultural 
de la Europa de finales del siglo XIX y principios del XX, que se 
reflejó en la legislación de la Iglesia del momento. 
¿Cuál es la situación en la actualidad? Aunque el CIC 83, 
como hemos visto, alude a la responsabilidad de la 
Administración por daños en el c. 57, el cauce preciso para hacer 
efectiva la reclamación de esa responsabilidad estaba sin 
determinar hasta que ha quedado establecido por la Constitución 
Apostólica Pastor Bonus, aunque aún falta articular, a tenor de su 
artículo 125, una ley en la que se exprese de forma precisa el 
modo, el contenido y el alcance de la nueva garantía jurídica 
establecida para la defensa de los derechos subjetivos de los 
fieles.  
En síntesis, podemos decir que las características del nuevo 
procedimiento por el que el lesionado puede reclamar sus daños 
son las siguientes: 
 
5. X II, 28, 5. 
6. VI II, 15, 8. 
7. Para noticias sobre los medios existentes desde los inicios del Derecho 
canónico, cfr., por ejemplo, CH.  LEFEBVRE, De recursibus  administrativis in 
Iure Canonico. Lineamenta historica , en "Monitor Ecclesiasticus" 99 (1974), 
pp. 197-203; I. GORDON, De iustitia administrativa ecclesiastica tum 
transacto tempore tum hodierno, en "Periodica" 61 (1972), pp. 257-378. 
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a) Naturaleza del recurso: el tribunal entra a conocer el fondo 
de la cuestión que late bajo la ilegitimidad del acto. Tiene 
carácter subjetivo, no de mera legitimidad, puesto que para 
resarcir los daños hay que juzgar necesariamente sobre los 
derechos subjetivos en juego. 
b) Motivo del recurso: la ilegitimidad, que se entiende como 
la violación de la justicia o de la ley en sentido amplio, es el 
único motivo del recurso contencioso-administrativo, dentro del 
cual se ventila además la cuestión.del daño causado por el acto 
administrativo ilegítimo. 
c) Iniciación: el tribunal, una vez admitido a trámite el 
recurso contencioso-administrativo, entra a conocer los posibles 
daños, siempre a instancia del sujeto lesionado. Quizá en la ley 
que desarrolle el artículo 123 de la Pastor Bonus  (cfr. art. 125), 
podrían determinarse las condiciones y contenido de la alegación: 
la petición razonada, la individuación de la lesión produc ida y de 
los perjudicados, la relación causal entre el daño y la Admi-
nistración pública eclesiástica, una posible valoración o 
evaluación del daño, el momento en que se produjo la lesión, etc. 
d) Objeto del recurso: es objeto de recurso contencioso-
administrativo, como sabemos, cualquier acto administrativo que 
haya violado la ley en la deliberación o en el proceso. En la 
actual regulación de la Pastor Bonus, no existe un procedimiento 
autónomo para reclamar daños causados por un acto 
administrativo, ya que la reclamación de daños se configura 
como petitum accesorio a la impugnación del acto administrativo 
ilegítimo. Así, puede suceder que se impugne un acto porque se 
considere ilegítimo y que además se pretenda que ha causado 
daños. Pero también podría suceder que precisamente se 
encontrara la causa de la ilegitimidad del acto administrativo en 
los daños injustos que ha causado: de ese modo la cuestión de los 
daños adquiriría carácter principal. 
e) Tramitación del recurso: puesto que la reclamación de 
daños a la Administración va siempre integrada en el contexto 
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del recurso contencioso-administrativo (cfr. c. 1400 y artículo 
123 § 2 PB), se encuentra sujeta a los mismos plazos y 
condiciones establecidos para el recurso principal (cfr. artículo 
123 § 1 PB). En cuanto a la tramitación de la cuestión de daños 
dentro del proceso, a falta de indicaciones precisas en la Pastor 
Bonus, sólo podemos indicar por analogía algunas normas 
similares, que podrían orientar acerca de este punto. Las normas 
que nos van a servir de guía en este caso son: los cánones 1729-
1731 del CIC del 83, que regula la acción contenciosa para el 
resarcimiento de daños, y los cánones 996-1006 del CCEO, que 
regula los recursos contra los actos administrativos estableciendo 
expresamente la posibilidad de pedir en ellos el resarcimiento de 
daños. 
Según los primeros preceptos que hemos señalado, los de la 
Iglesia Latina, la reclamación de los daños en un recurso conten-
cioso ordinario, penal o civil, ha de tramitarse como una causa 
incidental (cfr. c. 1729). El juez puede diferir el juicio sobre los 
daños hasta que se haya dado sentencia definitiva sobre el juicio 
penal (cfr. c. 1730). Estos preceptos nos presentan una acción por 
daños situada en segundo plano, como causa incidental y con 
posibilidad de suspenderse hasta zanjar los temas de fondo del 
juicio penal. Quizá podríamos entender el artículo 123 parale-
lamente a estos cánones: en el CIC se nos ofrece una acción 
contenciosa de resarcimiento de daños tramitable como causa 
incidental del objeto principal del recurso; en el artículo 123 de la 
Pastor Bonus, se diseña una acción de resarcimiento de daños 
dependiente necesariamente de una acción principal de 
ilegitimidad del acto administrativo. Es decir, en ninguno de los 
dos casos la acción para reclamar los daños tiene autonomía y 
procedimiento propio. Por tanto, aun cuando el daño constituya 
el objeto principal del proceso, su reclamación tiene lugar a 
través de la vía abierta en el artículo 123 para declarar la 
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ilegitimidad del acto. En esos casos, cuando el daño reclamado se 
presente como elemento determinante de la ilegitimidad del acto, 
es decir, como elemento sustantivo del procedimiento 
contencioso-administrativo, a falta de desarrollo de la ley actual, 
pueden ofrecer una orientación los cánones que regulan el 
recurso contra los decretos administrativos. En el CIC 83 se 
regula el recurso jerárquico con una laguna fundamental –la 
posibilidad de reclamar daños–, cosa que no ocurre en el CEEO, 
por lo que pensamos que será esta norma más reciente la que 
pueda servir de base al legislador a la hora de desarrollar la ley de 
la Signatura Apostólica8. 
Según los cánones del CCEO a los que nos referimos, el 
interesado, antes de interponer el recurso, debe solicitar por 
escrito la revocación o la enmienda del acto administrativo, 
solicitud que presume la suspensión de la ejecución del acto. Para 
ello cuenta con un plazo de 10 días: hasta aquí la regulación es 
igual a la del CIC 9. Si no se interpone recurso contra el decreto o 
 
8. Además de estas normas, que suponen ya un paso importante en la 
regulación técnica de la cuestión, pensamos que en el ordenamiento de la 
Iglesia podría plantearse específicamente la posibilidad y oportunidad de 
establecer diversos procedimientos o, al menos, un procedimiento abreviado 
para los casos en los que pueden producirse lesiones muy graves o 
irreparables, especialmente para todos aquellos daños cuyo contenido no sea 
únicamente patrimonial, sino moral o espiritual. Pensamos que esta medida 
corresponde a la praxis habitual del ordenamiento canónico a lo largo de los 
siglos, que ha diferenciado y graduado los daños, tanto en su sanción como en 
su prevención. Lógico sería que lo hiciese también en cuanto al procedimiento 
de reclamación. Aparte de estas líneas generales que el legislador puede 
utilizar para desarrollar esta ley, sería necesario determinar con claridad otros 
aspectos, como el concepto y contenido del daño canónico y del resarcimiento 
de tal daño (con esto quedaría delimitado el objeto del procedimiento); un 
plazo de prescripcción de la acción de reclamación de daños, si acaso 
prescribe, estableciendo el momento a partir del cual empieza a computarse tal 
plazo de prescripción; etc. 
9. "Antequam aliquis recursum interponat, debet revocationem vel 
emendationem decreti scripto ab eiusdem auctore petere intra peremptorium 
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si se interpone sólo para solicitar el resarcimiento de los daños en 
el plazo de 15 días útiles desde la petición antes indicada, cesará 
automáticamente la suspensión de la ejecución10. Se establece 
además, como criterio de imputación de responsabilidad que de 
los daños responderá quien dio en primer lugar el decreto 
recurrido, salvo que el decreto sucesivo del superior jerárquico 
cause otros daños11. 
En cambio, cuando el daño constituya una parte secundaria en 
el contencioso de ilegitimidad del acto, quizá pueden servir de 
referencia, por analogía, los cc. 1729-173112.  
g) Las resoluciones del Tribunal han de incluir, aparte de la 
declaración de ilegitimidad o nulidad de los actos, medidas po-
sitivas que constituyan un efectivo resarcimiento de los daños 
causados. La naturaleza de la reparación ha de ser acorde a la 
naturaleza del daño. En la futura ley de desarrollo cabría exigir 
que la sentencia contenga un remedio concreto a la lesión 
producida, cuantificándolo –si es del caso–, o señalando la 
 
terminum decem dierum a die intimationis decreti computandum; qua 
petitione facta etiam suspensio exsecutionis ipso iure petita intelligitur" (c. 999 
§ 1 CCEO; cfr.. c. 1734 CIC). 
10. "Si nullus recursus intra statutum terminum adversus decretum 
interpositus est vel si recursus tantum ad petendam reparationem damnorum 
interpositus est, suspensio exsecutionis decreti ipso iure cessat" (c. 1000 § 3 
CCEO). 
11. "Etsi decretum ab auctoritate superiore confirmatum, nullum decla-
ratum, rescissum, revocatum vel emendatum est, de reparatione damnorum, si 
forte debetur, respondit ille, qui primum decretum tulit; auctoritas superior 
vero eatenus tantum respondet, quatenus ex suo decreto damna obvenerunt" (c. 
1005 CCEO). 
12. En esos cánones, podemos decir que la acción de resarcimiento de 
daños tiene condición de acción personal y voluntaria, que solamente puede 
interponerse y admitirse en la primera instancia del juicio penal (cfr.. c. 1596 § 
2). Es una acción distinta e independiente de la acción penal en el sentido de 
que una no prejuzga a la otra, y además porque la acción contenciosa de 
resarcimiento de daños puede ser apelada aun en el caso de que ya no sea 
posible la apelación de la sentencia penal. 
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medida concreta con la que se resarcirá el daño. En caso de que 
esta reparación se denegase, habría de incluirse una explicación 
de las razones que llevan al Tribunal a fallar en este sentido. 
Además, la sentencia debería pronunciarse sobre la existencia o 
no de relación causal, sobre la ilegitimidad, el funcionamiento 
regular o irregular de la Administración pública y sobre los 
criterios utilizados en el cálculo de la indemnización, o en la 
medida resarcitoria concreta que se establezca. 
En definitiva, a la vista de esta síntesis del sistema de recla-
mación de daños que ofrece actualmente el Derecho Canónico se 
puede decir que, en comparación con otros sistemas jurídicos, 
todavía es preciso delimitar algunos conceptos y arbitrar medidas 
que hagan eficaz el nuevo cauce técnico instaurado en la Pastor 
Bonus. 
Tanto la regulación de la responsabilidad por daños que hace 
el Código, como esta nueva competencia de la Signatura 
Apostólica, se enuncian de manera muy escueta, dando por 
supuesto un concepto de daño, y sin ulteriores especificaciones 
acerca de no pocos aspectos: ¿en qué casos procede la 
reclamación? ¿En virtud de qué tipo de daños se puede reclamar? 
¿En qué se basa el derecho al resarcimiento? ¿Qué características 
ha de revestir el daño para que sea resarcible? ¿Qué cobertura de 
la lesión se puede exigir? ¿Qué alcance tiene el resarcimiento 
cuando es debido por la Administración eclesiástica? ¿Cómo se 
ejecuta la sentencia que condena al resarcimiento? 
En estas páginas no nos proponemos, obvio es decirlo, dar 
respuestas precisas a todas las cuestiones que pueden suscitarse 
en torno al concepto de daño y en cuanto a los posibles modos de 
resarcimiento en Derecho Canónico, tarea que deberán afrontar la 
legislación, la jurisprudencia y la doctrina en los años venideros. 
Sin embargo, nos parece de interés señalar algunos elementos 
valiosos que aparecen en la tradición canónica a este respecto, y 
que podrían contribuir a trazar ciertas pautas para la construcción 
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de una disciplina del resarcimiento de daños genuinamente ca-
nónica. 
Evidentemente, no es una novedad del Código la sensibilidad 
hacia los posibles abusos de la potestad eclesiástica, que pueden 
llegar a hacerse más palpables en la función administrativa por 
diversas razones: por su amplitud, por el gran margen de discre-
cionalidad que la acompaña habitualmente, y por la 
unilateralidad y ejecutoriedad propia de los actos administrativos. 
Además, "la razón de que la función administrativa tenga en la 
Iglesia tanta importancia estriba en una cualidad característica 
única de la misma: en su carácter sacramental, pues es signo 
eficaz de la presencia de Dios en el mundo, y ella se cuida del fin 
sobrenatural de los hombres y dispone de los medios 
indispensables para lograrlo"13. Es decir, por ser una función de 
administración de los medios instituidos por Cristo para la 
salvación de los hombres. De ahí el interés de intentar una 
construcción técnica del resarcimiento de daños precisamente en 
los ámbitos más específicamente canónicos. 
El daño administrativo resarcible, a tenor de la tradición canó-
nica, será el menoscabo que sufra un administrado en sus bienes 
o derechos espirituales14, morales15 o patrimoniales16, como 
 
13. E. LABANDEIRA, Tratado de Derecho Administrativo Canónico , 2ª 
ed., Pamplona 1993, p. 40. 
14. Entre los daños espirituales que aparecen contemplados por la 
jurisprudencia, pueden citarse, por ejemplo: negligencia en la administración 
de los sacramentos y en la enseñanza de la doctrina, dejadez en la atención de 
los moribundos, abuso del secreto de confesión, negarse a administrar un 
sacramento cuando está adecuadamente preparado el fiel,  etc. 
15. La jurisprudencia incluye entre ellos: difamación, detracción, veja-
ciones, rechazo del pueblo, lesión de los derechos subjetivos al honor y la 
fama, etc. 
16. Como pueden ser las pérdidas pecuniarias en operaciones mercantiles 
o en la administración de los bienes parroquiales, el gasto que suponen los 
preparativos de una boda, etc. 
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consecuencia de la actividad de los órganos de la Administración 
eclesiástica en el ejercicio de su función pública, y puede tener 
diversos grados de gravedad (la jurisprudencia y la legislación 
han contemplado desde el simple daño, hasta el daño grave, 
gravísimo, o incluso irreparable: se consideran más graves las 
lesiones a bienes o derechos de índole moral o espiritual17). Pero 
¿qué características ha de reunir el daño para que pueda 
considerarse resarcible y ser, por tanto, objeto de reclamación? 
II. EL DAÑO RESARCIBLE: REQUISITOS E IMPUTACIÓN 
 
Los requisitos que la ley exige para que una lesión pueda dar 
origen a la reclamación de resarcimiento se contienen en el actual 
c. 128, que, si bien se mira, resulta ser –a nuestro juicio– una 
transcripción, casi literal, de un fragmento del Corpus Iuris 
Canonici, lo cual demuestra que la legislación actual recoge un 
concepto de daño resarcible propio de la tradición canónica. 
En el Liber extra se decía: "Si culpa tua datum est damnum et 
iniuria irrogata, seu aliis irrogantibus opem forte tulisti, aut haec 
imperitia tua sive negligentia evenerunt: iure super iis satisfacere 
te oportet, nec ignorantia te excusat, si scire debuisti, ex facto tuo 
iniuriam verisimiliter posse contingere vel iacturam" (X V,36,9). 
Y el vigente CIC se expresa así: "Quicumque illegitime actu 
iuridico, immo quovis alio actu dolo vel culpa posito, alteri 
damnum infert, obligatione tenetur damnum illatum reparandi"  
(c. 128). 
Analicemos los requisitos que se contienen en esos dos 
preceptos paralelos, para comprobar la continuidad de 
concepción que a nuestro juicio existe entre ambos textos. 
 
 
17. Cfr, por ejemplo, S.C. de Prop. Fide, 10.I.1757; S.C.S.O., 6.IX.1909; 
D.R., vol. IV, coram Lega, 10.VII.1912, § 1; vol VII, coram Sebastianelli, 
29.VII.1915, § 2; vol.  IX, coram Rossetti, 20.X.1917, § 7; cfr también CIC 17, 
cc. 81, 990, 1131, 1318, 1678, 1674º, 1755 § 1,2º, 2147 § 2,5, etc. 
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1. Daño efectivo:  
 – Corpus Iuris Canonici: "datum est damnum et iniuria 
irrogata, seu aliis irrogantibus opem forte tulisti"; 
 – CIC 83: "alteri damnum infert". 
 
2. Inferido con injusticia (en sentido amplio):  
 – Corpus Iuris Canonici: "iniuria"; 
 – CIC 83: "illegitime". 
 
3. Nexo causal entre el acto injusto y el daño:  
 – Corpus Iuris Canonici: "ex facto tuo... iniuriam 
contingere"; 
 – CIC 83: "Quicumque... actu iuridico, immo quovis alio 
actu... infert". 
 
4. a) Con concurrencia del elemento subjetivo voluntario 
 – Corpus Iuris Canonici: "culpa tua"; 
 – CIC 83: "actu dolo vel culpa posito". 
 b) o bien sin concurrencia del elemento subjetivo voluntario: 
 – Corpus Iuris Canonici: "haec imperitia tua sive 
negligentia evenerunt... nec ignorantia te excusat, si scire 
debuisti"; 
 – CIC 83: "Quicumque illegitime actu iuridico". 
 
5. Consiguiente obligación de reparar 
 – Corpus Iuris Canonici: "iure super iis satisfacere te 
oportet"; 
 – CIC 83: "obligatione tenetur damnum illatum reparandi".  
Por tanto podríamos decir que son requisitos del daño re-
sarcible: 1) la existencia de una lesión efectiva; 2) la violación de 
una ley en sentido amplio y 3) la relación causal entre ambas, 4) 
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con o sin concurrencia de dolo o culpa en el sujeto agente. Puesto 
que esos requisitos no son una absoluta novedad del CIC 83, 
podemos ilustrar algo más detenidamente cómo se han 
configurado en la experiencia jurídica canónica.  
 
 
1. La efectividad del daño 
 
Determina la S.C.C., en la causa Verulana de 9.VIII.1884, que 
para pedir la reparación de los daños es suficiente con que conste 
la lesión: "Praeterea etsi dolus abfuerit, ut secuta damna 
compensare Episcopus teneatur, non requiritur manifesti dolus 
probatio, sed sufficit ut constet de damno ab iniusto damnificante 
fuisse illatum ad tradita per Constant.Vol. Decis. 413, nº 43 et 
seq"18. 
Posteriormente, en 1917, todavía antes de la primera codi-
ficación del Derecho Canónico, hay dos sentencias del Tribunal 
de la Rota Romana en las que se determinan cuatro requisitos 
para entender que el daño pueda ser resarcible, y por tanto, para 
condenar a un sujeto como responsable del mismo. En primer 
lugar se alude a la necesidad de que se cause efectivamente un 
daño: "Ut conventus ad reficiendum damnum condemnari possit, 
quatuor requiruntur: 1º ut reipsa damnum fecerit; (...)"19. 
Ese requisito se repite en causas más actuales: en una 
sentencia de 1923, se establece que para pedir la restitución es 
elemento imprescindible la existencia de un daño o una lesión: 
"Unicus titulus ad restitutionem petendam est damnum seu 
 
18. Thesaurus Resolutionum Sacrae Congregationis Concilii (T.R.S. 
C.C.), 1884 p. 896. 
19. Cfr. D.R., vol. VII, coram Many, 11.VIII.1917 § 5; D.R., vol. VII, 
coram Many, 17.XII.1917, § 5. 
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laesio"20. Por tanto no cabría pedir el resarcimiento de daños 
cuando lo que existe no es un daño, sino el peligro de sufrirlo21. 
En cambio, sí se da la reparación cuando ese daño se ha 
ocasionado, sin que ello impida que, además, se pongan otras 
medidas preventivas para evitar que se siga produciendo. 
 
 
2. El daño objetivo como daño reparable, sin necesidad de 
concurrencia del elemento subjetivo 
 
En el c. 128, a nuestro juicio, se declara la obligación de 
reparar los daños ocasionados, tanto por los actos realizados con 
dolo o culpa –que por ello se insertan en el campo de lo ilícito, 
sea penal o civil–, como los daños que puedan ocasionar otro tipo 
de actos que sean ilegítimos, o sea que violen alguna ley, sin 
tener en cuenta si esa ley se ha violado voluntaria o 
involuntariamente. 
Esta interpretación nos parece que enlaza con la tradición 
canónica, salvedad hecha de las últimas décadas del siglo XIX y 
primera mitad del XX, época en la que, por influencia de la 
situación histórica, el concepto de daño resarcible en el ordena-
miento canónico dio un giro radical. 
 
 
a) Testimonios de la  jurisprudencia 
 
La interpretación que hacemos puede ilustrarse con algunos 
datos que aporta la tradición del Derecho Canónico. Sin 
pretender presentar un estudio sistemático y completo de las 
fuentes, pueden observarse algunos puntos de referencia que dan 
 
20. D.R., vol. XV, coram Florczak, 24.VII.1923, § 5. 
21. Cfr. S.R.R.D., 2.VI.1642: "et incerti damni & vani timoris, non esse 
habendam rationem". 
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idea de la continuidad que existe entre esta hipótesis y el Derecho 
Canónico anterior. Con ese contexto, nos parece que puede 
valorarse el canon 128 como una vuelta a la concepción 
genuinamente canónica, más bien que como una innovación 
recibida en la Iglesia como fruto de un cierto mimetismo respecto 
de los ordenamientos seculares. 
Es constante la alusión que se hace en la jurisprudencia22 y en 
la doctrina al ya citado capítulo de las Decretales, que 
reproducimos ahora con mayor extensión: "Si culpa tua datum est 
damnum et iniuria irrogata, seu aliis irrogantibus opem forte 
tulisti, aut haec imperitia tua sive negligentia evenerunt: iure 
super iis satisfacere te oportet, nec ignorantia te excusat, si scire 
debuisti, ex facto tuo iniuriam verisimiliter posse contingere vel 
iacturam. Quodsi animalia tua nocuisse proponas, nihilominus ad 
satisfactionem teneris, nisi ea dando passis damnum velis liberare 
te ipsum; quod tamen ad liberationem non proficit, si fera 
animalia, vel quae consueverunt nocere, fuissent, et quam 
debueras non curasti diligentiam adhibere. Sane, licet qui 
occasionem damni dat damnum videatur dedisse: secus est tamen 
in illo dicendum, qui, ut non accideret, de contingentibus nil 
omisit"23. 
El daño es imputable sin necesidad de la intencionalidad del 
autor de la lesión: si ésta no concurre, no por ello se excusa al 
 
22. Se hace referencia a este fragmento de las Decretales incluso en el 
comentario a una sentencia reciente de naturaleza administrativa de lesión de 
derechos subjetivos: P. LÓPEZ-GALLO, S. Tribunal de Vancouver, B.C., 
12.I.1988, en "The Jurist" 49 (1989), p. 288: "If by your fault you cause 
damage or injury, even if you do this by inexperience or negligence, you are 
bound by law to make satisfaction. Ignorance is no excuse, since you should 
have known that through your actions injury could have come to another 
person". 
23. Cfr. X V,36,9. 
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sujeto agente; y si concurre se tendrá en cuenta como elemento 
agravante24. 
Podría decirse que en este campo, desde los comienzos del 
Derecho canónico, se da una cierta indiferencia ante el elemento 
subjetivo del daño, se trate de culpa, de impericia, de ignorancia 
o de negligencia 25. El legislador afirma que no excusa la 
ignorancia, es decir, que cabe la reparación del daño que origina 
un acto realizado por ignorancia, luego no querido ni siquiera 
indirectamente. La solución será siempre la misma: el daño ha de 
ser reparado, cuando se cumplan los requisitos determinados en 
la misma ley. 
Es excusable la responsabilidad únicamente en el caso en el 
que el agente haya puesto todos los medios a su alcance para 
evitar el daño: se trata de la habitual exoneración de 
responsabilidad que lleva consigo el caso fortuito o la fuerza 
mayor, que en realidad, como veremos, es apreciable como 
excusa en cuanto que impide establecer un nexo causal entre la 
acción del sujeto y el daño producido. No hay excusa, en cambio, 
cuando el sujeto debió ser más diligente, por razón de su oficio26. 
 
24. J. KRUKOWSKI, Responsability for damage resulting from ilegal 
administrative acts in the Code of Canon Law of 1983, Ottawa 1986, pp.  
231-242. 
25. En los documentos legislativos de la primera época no se exige el 
dolo, pues cuando éste concurre se entiende que se da un delito y la  restitución 
viene sobrentendida. Por los delitos responde siempre el autor si es jurí-
dicamente capaz, y si no lo es, lo hará aquel que carga con su responsabilidad. 
La Resolución de la S.C.C.,Verulana, decía: "etsi dolus abfuerit, ut secuta 
damna compensare Episcopus teneatur, non requiritur manifesti dolus 
probatio, sed sufficit ut constet de damno ab iniusto damnificante fuisse 
illatum" (T.R.S.C.C., 1884 p. 896). 
26. Así sucede, por ejemplo, en esta sentencia donde no resultan 
jurídicamente responsables quienes dieron una información errónea, a causa 
de la cual se cometió una injusticia: "Neque iterum iuvaret opponere damna in 
casu ultimo reficienda esse ab iis qui consilium dederunt Abbati de dimittendo 
sac. Aristide. Nam isti non ex officio et auctoritate informationes et consilium 
dederunt Abbati; et Abbati officium et obligatio impendebat expendendi 
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b) La doctrina 
 
Antes del Vaticano II, Roberti27 hace alusión al elemento 
subjetivo de culpabilidad. Establece que el daño ha de ser 
causado por una persona libre, es decir no como consecuencia de 
causas naturales. Producen la obligación de reparar los actos 
realizados u omitidos no sólo con dolo o culpa, sino también por 
negligencia o imprudencia. 
Para Ciprotti, el concepto de daño se configura sin necesidad 
de contar con el dolo o la culpa en el sujeto responsable: el daño 
reparable surge con independencia de la concurrencia de estos 
elementos subjetivos28. 
En 1986, Krukowski29 se plantea lo siguiente: ¿el autor ha de 
ser culpable de modo intencional, o en cambio basta una 
causalidad que aparezca revestida de completa inintencionalidad? 
Resuelve tan importante cuestión recurriendo al canon 128 del 
CIC de 1983. La lectura que hace de este precepto le lleva a decir 
que en este canon se formula un nuevo principio: la culpabilidad 
por parte del autor del acto administrativo ilegal no es un 
elemento necesario, sino únicamente una circunstancia agravante. 
La obligación de reparar surge, por tanto, cada vez que se realiza 
un acto administrativo ilegal, puesto que éste se puede incluir 
dentro de la expresión "un acto jurídico, o por otro acto realizado 
con dolo o culpa". Por tanto en la legislación de 1983, la relación 
 
consilia sibi data et inquirendi circa habitas informationes". (D.R., vol. IV, 
coram Sincero, 1.II.1912, § 22). 
27. F. ROBERTI, De delictis et poenis, I, De delictis in genere, Romae 
1930, p. 240, n. 213. 
28. P. CIPROTTI, Il risarcimento del danno nel progetto di riforma del 
Codice de Diritto Canonico, en "Ephemerides Iuris Canonici", 37 (1981), pp. 
165 y ss. 
29. J. KRUKOWSKI, Responsability for damage ..., cit., pp. 231-242. 
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entre la producción de un acto jurídico ilegal –eso es, entre otras 
cosas, un acto administrativo ilegal– y el resultado lesivo, no 
exige que el autor del acto lo haya causado de manera 
intencional. Además, la posibilidad de aplicar el canon 128 a los 
actos administrativos –como hemos visto– viene expresamente 
determinada en el canon 57 del CIC del 83, y de acuerdo con esta 
norma, la obligación de reparar el daño nace no sólo en el caso de 
haberse originado positivamente un acto, sino también en el caso 
de haber dejado de realizarlo por negligencia dentro del periodo 
de tiempo señalado por la ley. Esto es, se podrá reclamar 
responsabilidad a la Administración tanto por acción como por 
omisión. 
También estando ya vigente el CIC 83, Montini sostiene que 
el concepto de daño no exige la concurrencia del elemento de 
dolo y culpa30. 
 
 
3. La relación causal entre la acción del sujeto y el daño 
 
La vigencia de este requisito consta en el canon 128. Se lee en 
el texto del precepto que se ha de reparar el daño que un sujeto 
causa a otro por un acto. Evidentemente, la idea de causalidad 
está implícita en el sentido de la frase. 
Es éste el contrabalance técnico que –junto a la exigencia de 
ilegitimidad del daño, que estudiaremos a continuación– matizará 
la aparente amplitud o desproporción de la cobertura objetiva del 
daño, que ha concedido el legislador al que se siente perjudicado, 
impidiendo que se convierta en fuente de reclamaciones injus-
tificadas. Este elemento, la exigencia –en nuestro ámbito 
concreto– de una relación causal entre el acto administrativo 
 
30. G. MONTINI, Il risarcimento del danno provocato dall'atto ammi-
nistrativo illegittimo e la competenza del Supremo Tribunale della Segnatura 
Apostolica,en VV.AA., La Giustizia amministrativa nella Chiesa , Città del 
Vaticano 1991, pp. 179-200. 
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ilegítimo y el daño causado, hará de contrapeso en el instituto del 
resarcimiento de daños. 
Dada la posición clave de este requisito, hemos de detenernos 
un momento para acotar con precisión lo que significa esta 
relación causa-efecto y las consecuencias jurídicas que se derivan 
de ella. 
En 1912 una decisión de la Rota enumera tres requisitos que 
debe cumplir la acción del damnificador para que se le considere 
obligado a resarcir: se alude a la necesidad de que el daño sea 
verdadero efecto de dicha acción31, de tal forma que no será 
suficiente que haya sido ocasión del resultado lesivo por 
accidente, sin que conste una conexión probable con el daño 
causado32. Es interesante el adjetivo que se añade al término 
causa: eficaz, y la exclusión explícita del daño que haya sido 
causado por fuerza mayor o caso fortuito del concepto de daño 
reparable. En otra sentencia posterior33 se vuelve a calificar de 
eficaz la causa. 
 
31. Aparece también ese requisito del daño resarcible en sentencias 
anteriores, aunque de manera implícita. Así, por ejemplo, cfr. S.R.R.D., 
10.XII.1659: "Damna illa non sunt reficienda, quae non sunt causata a 
praetensa causa, sed aliunde proveniunt". 
32. D.R., vol. IV, coram Lega, 10.VII.1912, § 2: "ut actio damnificans 
obligationem damni reficiendi inducat, triplex requiritur conditio (...); 2º ut sit 
damni causa efficax, ita ut damnum sit verus effectus illius; nec sufficit 
occasio damni, vel causa damni per accidens quae probabilem cum damno 
connexionem non habet; 3º denique, ut sit iuridice culpabilis, seu auctori suo 
imputabilis ceu ex dolo proveniens, argum. 1. 1, § 2, ff. De dolo malo, et 1. 
55, ff. De furtis, aut ex culpa gravi seu lata, quia magna negligentia culpa est; 
1. 7, ff. ad 1. Corn. de Sicar". 
33. El mismo Tribunal Romano en una causa de difamación e injuria 
alude a los resultados lesivos de éstas con el término daño y expresa la 
necesidad de que sea el hecho lesivo causa eficaz del daño: "Ad alteram 
actionem quod spectat, qua directe tenditur in damni refectionem actor probare 
debet, se quidem damnum passum esse, cum restitutio fiat damni re illati, non 
pravae intentionis, reum vero fuisse huius damni causam efficacem eamque 
iniustam" (D.R., vol. XII, coram Massimi, 5.I.1920 § 6). 
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Posteriormente, en 1917, hay dos sentencias del Tribunal de la 
Rota Romana en las que se determinan cuatro requisitos para 
entender que el daño pueda ser resarcible –es decir, para 
condenar a un sujeto como responsable–: entre otras cosas, se 
exige que la acción lesiva del demandado sea directamente la 
causa del daño acaecido. Por tanto, si el daño fuera resultado de 
un accidente o estuviera más allá de la intención del sujeto, por 
ejemplo si ocurriera a partir del error de otros, no se puede 
imputar a éste34. Se excluye en la sentencia el daño por caso 
fortuito o por fuerza mayor, dado que la relación causal no es 
residenciable en ningún sujeto, es decir el acto causante del 
resultado lesivo no es atribuible a ningún sujeto responsable, ni a 
nadie que le represente. 
Por tanto, admitir la necesidad de la relación de causalidad 
entre el hecho lesivo y el perjuicio 35, comporta admitir la 
necesidad de individuar la responsabilidad por el daño en algún 
ente o patrimonio, puesto que si no, la impugnación del acto sería 
inútil. Por esta razón se excluyen del resarcimiento todos los 
 
34. D.R., vol. VII, coram Many, 11.VIII.1917 § 5; vol. VII, coram Many, 
17.XII.1917, § 5: "Ut conventus ad reficiendum damnum condemnari possit, 
quatuor requiruntur: (...) 2º ut eius actio fuerit causa damni efficax; si enim 
damnum ortum sit ex eius actione praeter intentionem et per accidens, v. gr., 
ex errore aliorum, ipsi damnum imputari nequit". 
35. Otra sentencia, en 1926, refleja de nuevo la necesidad de que el daño 
sea consecuencia realmente de la causa: "Damnum fecisse is tantum videtur, 
cuius actio causa est efficax damni. Si enim ex eius actione damnum ortum sit 
per accidens, v. gr. ex errore aliorum, ipsi damnum imputari nequit, cum casu 
fieri dicendum sit, quod per accidens fiat. Potest autem quis damnum alteri 
inferre sive per se sive per alios, animum movendo, opem praestando, vel 
etiam non impediendo. Ita damnum dare censeretur 'qui non prohibent 
damnum ab his dari, quibus ipsi superesse debent, si hi damnum dederint in ea 
re, officio, ministerio, negotio, in quibus ipsi eis imminent (...) ut Princeps, si 
ex eorum quos praeficit rei publicae nequitia vel negligentia aliquid cives 
detrimenti ceperint' (d'Annibale, Theol. mor. ed. V, pars II, nn. 201, 210)" 
(D.R., vol. XVII, coram Massimi, 22.XII.1926). Esta importante sentencia 
recoge la posibilidad de que el Príncipe, el poder gubernativo, responda del 
daño causado a sus súbditos. 
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daños en los que esta relación de causalidad está interrumpida. 
La interrupción del nexo puede darse por causas naturales (fuerza 
mayor), por causas no previsibles y no imputables a ningún 
sujeto (caso fortuito), o por la intervención culpable de aquel que  
ha sido lesionado o de un tercero, en cuyo caso correrán con la 
responsabilidad conjuntamente todos aquellos que hayan 
concurrido de alguna manera a la producción del resultado 
lesivo36. 
Como consecuencia, en sentido contrario, puede caber la posi-
bilidad de responder por los daños que han causado otros en 
nombre del interesado o de responder de las lesiones que puedan 
causar quienes están bajo la custodia de éste. Esta idea se deter-
minará expresamente más adelante. 
Así pues, podemos decir que el daño que el afectado puede 
impugnar a través de la vía abierta con el artículo 123 de la 
Pastor Bonus ha de ser consecuencia clara o al menos probable 
(eficaz) del hecho lesivo al que se identifica como su causa. En 
tanto en cuanto se suspende esa relación de causalidad (por ser el 
daño consecuencia de un acto no residenciable en un sujeto 
responsable ni directa ni subsidiariamente, o bien por concurrir 
otras causas) ya no será reclamable a la Administración, o en 
todo caso lo será en la proporción en la que ésta concurre con las 
otras causas. La cobertura del daño objetivo estará mejor 
delimitada y equilibrada cuanto mayor sea la precisión que se 
exija en la relación causal. Según la jurisprudencia la causa ha de 
ser eficaz: esto es, suficiente para causar el daño e indispensable 
para que éste acontezca. 
 
 
 
36. D.R., vol. LIV, coram Pasquazi, 12.VII.1962: "Requiritur igitur, 
causalitas inter actum positivum et damna illata. Si plures sunt damnorum 
causa, omnes respondere debent de damnis et iuxta mensuram 
responsabilitatis. Et si ille quoque qui damna passus est, causa fuit, sua 
ineptitudine aut negligentia, damnorum, ei etiam damna imputanda sunt". 
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4. Ilegitimidad 
 
El segundo límite que se pone al daño objetivo y que 
constituye a la vez el último de los requisitos del daño 
impugnable, es la exigencia de que el acto lesivo signifique la 
violación de una ley, entendida ésta en sentido amplio, es decir 
que el acto causante del daño constituya una injusticia. Vamos a 
dedicar más atención a este requisito, pues nos parece interesante 
detenernos en las distinciones y matices a los que da lugar. 
También en el canon 128 el legislador determina el elemento 
objetivo del daño: su ilegitimidad37. La ilegitimidad está referida 
en este caso al daño, no al acto que lo origina. Pero puede decirse 
que dentro del concepto de daño ilegítimo se contemplan los 
perjuicios causados por un acto ilegal (que viole una ley) y los 
causados por un acto ilícito (otro acto jurídico realizado con dolo 
o culpa). Es ilegítimo el daño, bien por su origen (porque el acto 
que lo origina viola una norma jurídica en sentido amplio, o se 
trata de un acto realizado con dolo o culpa), o bien por el 
resultado (porque produce un perjuicio que el administrado no 
tiene por qué soportar). Por ello vamos a estudiar las alternativas 
que ofrece este concepto. Por otra parte, la exigencia de que el 
daño sea ilegítimo, indica que también puede existir un daño 
legítimo: de lo contrario no haría falta esta matización del daño. 
 
37. En un comentario al c. 128 se dice: "It is to be noted, however, that 
the canon correctly requires that the damage be ‘unlawfully’ caused. Some 
acts can cause lawful and unavoidable harm to another person. The removal of 
a pastor or the dimissal of a religious, for example, may caused serious 
damage to the priest or religious–but if it is lawful, however regrettable, if the 
one so affected has been fully provided the due process required by canon law; 
this person must be presumed to accept freely the foreseen consequences when 
refusing to resign or to correct the behavior which occasions the act of the 
superior". R.A. HILL, Comentario al c. 128, en VV.AA.,  The Code of Canon 
Law, a Text and Commentary, The Canon Law Society of America, London 
1985, p. 92. 
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Por tanto, la primera distinción la estableceremos entre daño 
legítimo e ilegítimo. 
 
a) El daño legítimo 
 
Si volvemos al texto del canon 128, podemos comprobar que 
el daño para el que se prevé resarcimiento ha de ser causado por 
un acto ilegítimo o por otro acto realizado con dolo o culpa. Esto 
es, el daño legítimamente causado no se contempla como 
resarcible. Pero el hecho es que constituye una lesión. Esta lesión 
se entiende legítima porque no concurren en ella los requisitos de 
los que estamos hablando: es decir, puede que sea una lesión 
fruto de fuerza mayor, o que formalmente no viole ni lesione 
ningún derecho, sino que sea consecuencia de una actividad que 
procura conseguir otro bien mayor a pesar de que sacrifique 
algunos derechos individuales, etc. En este caso, la justicia exige, 
cuando más, una indemnización que en cierta medida compense 
al lesionado, pero no se pretende en ningún caso un resarcimiento 
que devuelva al perjudicado a una situación lo más parecida 
posible a la que disfrutaba con anterioridad al acaecimiento del 
daño, puesto que dicha situación se acepta como sacrificable ante 
un bien mayor. 
Por eso decimos que este requisito constituye un límite a la 
cobertura del daño objetivo: muchas veces se imponen sacrificios 
o perjuicios como fruto de la actividad pública para conseguir el 
bien común. No sería justo que recayera sobre un sujeto o sobre 
la Administración el deber de resarcir a todos aquellos que los 
sufren, ya que se entiende que se ha de cooperar solidariamente a 
la consecución de tal bien común y soportar equitativamente las 
cargas que esto comporta. 
Una decisión de la SCC de 11.XII.1880 establece con claridad 
esta diferencia entre el daño legítimo, no resarcible, y el 
ilegítimo, resarcible: "Exinde pleno veluti alveo colligitur 
Episcopum non teneri impetrare a gubernio pensionem favore 
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Sacerdotis Belly, neque ad reficienda damna quae ipsi forte 
obvenerunt. Sane recolendum quod quisquis ab altero postulat 
damni emendationem, evidentissime ostendat necesse est, non 
modo damnum sibi illatum fuisse, sed iniuria fuisse illatum, quia 
nimirum quis id fecerit quod facere non licebat, vel id omiserit ad 
quod tenebatur. Si quid enim aut iure factum sit, aut iure 
omissum, etsi detrimentum hinc obvenerit, nulla tamen est damni 
querela, quia nemo damnum dedisse intelligitur, nisi quis id facit, 
quod facere ius non habet"38. 
La doctrina también hará alusión a este requisito. Roberti se 
refiere tanto al elemento objetivo de ilicitud, como al subjetivo 
de culpabilidad. El fundamento por el que se obliga al 
damnificador a reparar el daño es la ilicitud del acto. Para 
Roberti, el que obra con derecho no es nunca responsable, 
aunque de su actividad se derive un daño para un tercero39. 
Ranaudo, por su parte, afirma que no puede entenderse como 
daño reparable aquel que es fruto de la actividad legítima de la 
Administración, aunque haya causado algún detrimento en la 
esfera personal del administrado. En este caso se le debe una 
indemnización, pero no un resarcimiento propiamente dicho 40. 
 
 
b) El daño legítimo y la Administración Pública Eclesiástica 
 
Generalmente, en Derecho comparado, cuando la actividad 
legítima de la Administración causa un perjuicio a un particular, 
no se da el resarcimiento de daños, sino una indemnización 
pecuniaria. La actividad es legítima porque no viola ninguna ley 
y porque aquello de lo que se priva al administrado no le es 
 
38. T.R.S.C.C., 11.XII.1880. 
39. F. ROBERTI, De delictis et poenis, I, cit., p. 240, n. 213. 
40. A. RANAUDO, Gli atti amministrativi canonici, en "Monitor 
Ecclesiasticus" 93 (1968), p. 722. 
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debido estrictamente, pues existe en ese caso otra obligación de 
justicia para con el bien público que resulta prioritaria y ante la 
cual hay que sacrificar el bien privado. 
Esta concepción es, sin duda, válida también en el ámbito 
canónico. Lo confirma una decisión de 1881, que recoge la juris-
prudencia anteriormente citada, al hacer la siguiente observación: 
"Porro compertum apud omnes est, quod si quid aut iure factum, 
aut iure omissum est, etsi detrimentum ex hoc alteri obvenerit, 
nulla tamen adest damni querela, quia nemo damnum dedisse 
intelligitur, nisi quis id facit quod facere ius non habet"41. Aquí, 
como vemos, se admite que se puede causar un daño al aplicar la 
ley, pero esta lesión es legítima, y por lo tanto no da lugar a una 
reclamación de los daños, a no ser que por algún motivo la 
aplicación sea ilegítima. Los derechos de los fieles pueden ser 
afectados legítimamente, en ciertos casos, por la actividad de la 
Administración pública, pero cuando ésta supera sus límites –por 
el vicio de exceso de poder o por transgredir aquellas fronteras 
establecidas por unas normas específicas que le incumben y 
obligan–y viola el derecho del fiel, tal violación ha de ser 
reconocida y reparada. 
También la jurisprudencia anterior establece que, en caso de 
tener que realizar un acto necesario para la consecución del bien 
común, pero que como consecuencia lesione a un sujeto, la 
Administración se preocupará de otorgar una indemnización y de 
compensar de la manera más justa posible al lesionado. Esta 
preocupación es habitual, por ejemplo, a la hora de trasladar a 
párrocos, medidas que, aunque intentan lograr el bien común, 
dañan en cierta medida al párroco removido. En esos casos el 
daño que pueda ocasionar la Administración se rodea de una 
 
41. T.R.S.C.C., 1881 p. 585. 
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serie de garantías y se ampara de cualquier tipo de arbitrariedad. 
Esto refuerza la legitimidad de la lesión causada42  
La decisión de la SCC, Albien., de 1.IX.1884, que narra cómo 
un Obispo indemniza a un párroco removido, puede dar idea 
acerca de la compensación que se establece en favor del 
administrado que es justamente lesionado: "Ut Archiepiscopus 
curaret inducere parochum ad paroeciam vel permutandam, vel 
dimittendam cum assignatione aequae pensionis. Antistes 
mandata faciens dedit parocho optionem inter pensionem 
libellarum 1.200 et aliam paroeciam, alteri praeferendam". 
Resulta claro que estos daños no se acogen al procedimiento 
de impugnación abierto en el artículo 123 de la Pastor Bonus. Su 
reclamación no se hará por vía contencioso-administrativa, 
puesto que el objeto de impugnación de este procedimiento es el 
daño causado por un acto ilegítimo que haya violado una ley en 
la decisión o en el procedimiento, o el causado con dolo o culpa, 
es decir un daño ilegítimo con el contenido que se deduce del 
canon 128. La posibilidad de reclamación siempre queda abierta 
en vía jerárquica, ya que para ella no se exige propia y 
directamente una lesión de los derechos subjetivos de los fieles. 
Pero desde el momento en que ese perjuicio está previsto por 
una ley que acepte una situación como sacrificable, el sujeto ya 
no tiene un derecho absoluto y por ello no hay lesión de 
derechos, si la actuación ha sido legítima. Especifica Miras que la 
 
42. Así una respuesta de la S.C. De Propaganda Fide, de 10.I.1757, 
establece como principio general que estos traslados de los párrocos no se 
consideran decisiones encomendadas a la libre opinión del Obispo, sino que se 
sujetan a una serie de requisitos legales: "Scribatur Episcopis posse mutari 
parochos, ex causis tamen rationabilibus et canonicis, puta persecutionis 
infidelium, odii vel inimicitiarum cum populo, vel gravis scandali, et tandem 
ratione maioris utilitatis parochianorum; non tamen intuitu privati commodi 
vel lucri ipsorum parochorum, quibus Episcopi consulere poterunt in casu 
vacantiae pinguioris et commodioris parochiae". 
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única verdadera restricción que impone la cláusula del artículo 
123, afecta a los recursos que no puedan basarse en motivos de 
legalidad: es decir, aquellos que "dirigidos contra un acto 
administrativo legítimo, sólo pudieran alegar motivos de 
conveniencia, oportunidad, buen gobierno, u otros semejantes, 
que tienen su sede adecuada de apreciación en la vía jerárquica, 
pero no en la jurisdiccional"43. 
 
 
c) El daño ilegítimo: el concepto de ilegitimidad aplicable 
 
El daño ilegítimo, si concurren las otras circunstancias ya 
vistas, resulta en cambio resarcible a tenor del canon 128 y del 
artículo 123 de la nueva Constitución Apostólica sobre la Curia 
Romana. El daño es calificado de ilegítimo, es decir, injusto, por 
ser privación de algo que es debido al damnificado. No se refiere 
este canon únicamente a la transgresión de una ley en sentido 
formal, sino a toda violación de un derecho ajeno. De ahí se 
desprende que en este precepto se incluye la responsabilidad civil 
por un acto realizado sin culpa ni dolo. En cuanto a los actos 
causados con dolo o culpa que se encuadran dentro del ilícito 
penal o civil, ya se sobreentiende que su ilicitud comporta una 
injusticia. 
Anteriormente hemos visto enumerados los rasgos del daño 
resarcible es una decisión de 1881, con la que podemos verificar 
cómo el concepto de daño se utiliza con un sentido amplio de 
injusticia o lesión injusta, que ha de probarse: "Sane exploratum 
in iure est neminem actione damnorum percelli posse, nisi 
probetur damnum vere illatum, atque iniuria, seu dolo vel culpa 
 
43. J. MIRAS,  El contencioso administrativo canónico en la Constitución 
Apostólica Pastor Bonus, en "Ius Canonicum" XXX (1990), p. 416. 
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irrogatum fuisse, uti habetur in cap. ult. de iniuriis et damno 
dato"44.  
También recogía este requisito otra sentencia de 1917, ya 
citada: "3º ut eius actio fuerit iniustitia, seu, ut damnum fuerit 
alteri iniuria datum (...)"45. Queda claro que se exige una 
transgresión de la justicia, pero no necesariamente una 
transgresión de una ley formal. 
Durante la fase de revisión del CIC 17, algunos autores, como 
Ranaudo46, opinaban que para que se entienda el daño como 
reparable, éste ha de ser resultado de una acción ilícita, 
antijurídica, de la Administración, es decir que la Administración 
haya hecho uso de una facultad que la ley no le atribuía, o que, 
con una facultad que sí le correspondía, haya traspasado los 
límites que establecía la ley.  
¿Qué contornos presenta esta exigencia de ilegitimidad en el 
contexto del Derecho vigente? Si interpretamos la ilegitimidad 
exigida por el canon 128 en conexión con la ilegitimidad o 
violatio legis  requerida para reclamar los daños por vía del 
artículo 123 de la Pastor Bonus, se hace necesario dar un alcance 
amplio al concepto de ley. Esa interpretación, que se encuentra 
también ya en la doctrina anterior al CIC del 83, extiende el 
concepto de ley, cuando se habla de violación o de ilegitimidad, a 
toda regla de Derecho divino o eclesiástico sea oral, escrita o 
consuetudinaria 47, incluyendo los principios generales del 
Derecho y la equidad canónica48; aunque de esta última no se 
 
44. T.R.S.C.C., 6 .VIII.1881, p. 584. 
45. Cfr. D.R., vol. VII, coram Many, 11.VIII.1917 § 5; D.R., vol. VII, 
coram Many, 17.XII.1917, § 5. 
46. A. RANAUDO, Gli atti amministrativi canonici, cit., p. 722. 
47. Ibidem. Cfr. también, E. LABANDEIRA, Tratado..., cit., pp. 427 y ss. 
48. A. RANAUDO, Gli atti amministrativi canonici, cit., , p 722: no se 
excluyen "i principi generali del diritto, quali, ad es., quelli concernenti il 
diritto di difesa, il diritto di giustizia, l'equità ed anche la consuetudine"; P. 
CIPROTTI, La patologia dei provvedimenti amministrativi ecclesiastici, en 
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suele hacer una consideración autónoma, sino que se entiende 
como motivo de impugnación a traves de su inclusión en la ley, 
sea o no escrita49. 
Para autores como Labandeira50, el concepto de daño, en el 
ámbito que ahora nos interesa, no se concibe sin el carácter de 
ilegitimidad –en el sentido amplio de injusticia– en el acto admi-
nistrativo causante del perjuicio. Este sentido amplio del 
elemento objetivo, es decir del concepto de ley que se viola lo 
comparte también Krukowski51. 
 
 
 
 
 
 
"Monitor Ecclesiasticus" 99 (1974), p. 103: "... accennerò appena alla 
indifferenza, ai fini della nozione di violazione di legge, della provenienza 
della legge violata, sia cioè essa opera di un legislatore avente suprema potestà 
di giurisdizione nella Chiesa, sia invece opera di un legislatore subordinato; si 
tratti di legge scritta o si tratti invece di consuetudine avente forza di legge". 
49. Una sentencia de la Signatura Apostólica de 24.IX.1971 (en 
"Apollinaris" 47 (1974), p. 374) establece que "praesertim in Ecclesia nec 
contra unum aequitatis praeceptum Ordini religioso licet procedere in sodales 
suos". Añade que en tal caso "facultas sese defendendi pertinet ad ius 
naturale".  
50. E. LABANDEIRA, El objeto del recurso contencioso-administrativo en 
la Iglesia y los derechos subjetivos, en "Ius Canonicum" 40 (1980), p. 166. 
51. J. KRUKOWSKI, An vitium quoad meritum ex obiecto competentiae 
supremi organismi contentioso-administrativi excludendum sit, en "Periodica" 
67 (1978), pp. 660-661: "Finis quidem huius legis est tutela iurium subiec-
tivorum personis phisicis et moralibus ecclesiasticis debita. Fundamentum 
vero huius generis iurium non tantum lex ecclesiastica positiva est sed etiam 
lex divina naturalis ac positiva. Haec finalitas legis eo vel plenius perficietur 
cum ratio recursus ad Secundam Sectionem Signaturae Apostolicae continebit 
non solum violationem legis ecclesiasticae positivae sed etiam violationem 
legis divinae positivae ac naturalis". 
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d) Actos ilegítimos de la Administración que dan lugar al 
daño resarcible 
 
Muchas veces el conflicto que provoca la reclamación del 
interesado es anterior al acto administrativo, es decir, no ha sido 
causado directamente por el acto que se impugna, "aunque luego 
se plasme en él: en tales casos proviene de una relación jurídica 
entre la Administración y el administrado; la Administración 
puede reconocer a éste un derecho o negárselo, y en este último 
supuesto no se discutirá tanto sobre el acto administrativo como 
sobre la existencia de esa situación subjetiva"52. Lo que sí es 
necesario es que se dé una actuación administrativa que resulte 
impugnable, sea expresa (una decisión de un Obispo, una 
remoción, la disolución de una persona jurídica, etc.) o se 
produzca en virtud del silencio administrativo. Es decir, la 
actuación de la Administración pública no consiste en todo caso 
en un acto administrativo singular; y por otra parte, está claro que 
la vía de resarcimiento abierta por el art. 123 de la Pastor Bonus 
únicamente sirve para los actos administrativos singulares, es 
decir, sólo para algunos actos jurídicos de los que realiza la 
Administración pública en el desempeño de su función. Por 
tanto, quien intente reclamar los daños por la vía que le ofrece el 
nuevo artículo 123 de la Pastor Bonus, deberá considerarse 
lesionado por un acto administrativo que se refiera a alguna de 
las variadas facetas de la función administrativa eclesiástica; así, 
si el sujeto perjudicado ha sufrido un daño a causa de un acto de 
la Administración que no sea formalmente un acto administrativo 
singular –un decreto o un rescripto–, habrá de pedir que se repare 
esa lesión ante la autoridad competente (cfr c. 57): si el acto 
administrativo –ahora ya lo es formalmente– que se emita a 
consecuencia de esa petición mantiene el perjuicio, queda 
 
52. E. LABANDEIRA, Tratado..., cit., p. 495. 
 PAUTAS PARA UNA CONCEPCIÓN CANÓNICA DEL RESARCIMIENTO DE DAÑOS 31 
expedita ya la vía del recurso jerárquico y, posteriormente el 
recurso contencioso-administrativo ante la Signatura Apostólica. 
El legislador ha determinado en la Pastor Bonus que son 
objeto de recurso contencioso-administrativo los actos "tanto 
realizados por los dicasterios de la Curia Romana como por ellos 
aprobados". Queda así fuera de toda duda la amplitud con que se 
concibe el objeto del recurso contencioso-administrativo 53. Esta 
expresión incluye todos los actos administrativos en los que de 
una forma u otra hayan intervenido los dicasterios, bien sea 
originándolos o bien porque se haga necesaria una posterior 
intervención del dicasterio en un acto emanado de una autoridad 
administrativa de rango inferior; "es decir, el objeto se verifica en 
cualquiera de estas tres hipótesis: 
a) actos administrativos originados por el correspondiente di-
casterio en materias de su competencia, bien por propia 
iniciativa, bien porque la cuestión le haya sido confiada por el 
Romano Pontifice; 
b) actos administrativos en los que el dicasterio interviene 
como Superior a los efectos de resolución de un recurso 
jerárquico; 
c) por último, actos administrativos en los que el dicasterio 
actúa como órgano competente de la Santa Sede para ejercer el 
control administrativo prescrito por el derecho sobre 
determinados actos"54. 
Conviene también añadir que, a tenor del canon 57, el daño 
puede ser fruto tanto de la acción como de la omisión de la 
actividad de la autoridad pública. Esto significa que la regla del 
silencio administrativo no libra a la autoridad de la 
responsabilidad por los daños que se hayan podido causar; el 
silencio equivale, en ese sentido, a un acto administrativo. 
 
53. J. MIRAS, El contencioso administrativo canónico en la Constitución 
Pastor Bonus, en "Ius Canonicum" XXX (1990), p. 415. 
54. Ibidem, p. 416. 
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Puesto que según el artículo 123 de la Pastor Bonus, para 
pedir el resarcimiento de los daños por esa vía –hoy por hoy, la 
única explícitamente abierta–, el lesionado ha de verse afectado 
previamente por un acto administrativo ilegítimo, vamos a 
detenernos un poco para estudiar las dimensiones que hemos de 
dar a este requisito de impugnación en el ámbito de la relación 
administrado-Administración. 
Partimos de la base de que los órganos de la autoridad admi-
nistrativa de la Iglesia están vinculados –por la función que 
desempeñan– con el principio de legalidad, en virtud del cual 
para garantizar la justicia de las relaciones y de los actos que 
realizan, han de ceñirse a unos límites formales en el ejercicio de 
su función. El quebrantamiento de alguna de estas fronteras que 
les impone el Derecho, constituye un defecto del acto concreto, 
llamado vicio de ilegalidad. Como ya hemos visto al considerar 
la ilegitimidad tal como la presenta el canon 128, la violación de 
normas legales debe referirse a un concepto amplio, no formal, 
de ley. En sí, la realización de un acto administrativo ilegal ya 
resulta una cierta amenaza tendente a causar un daño, puesto que 
la transgresión de la ley, al menos potencialmente, constituye el 
origen de una intromisión de la Administración en el ámbito de 
los derechos subjetivos de los fieles, por tanto, la violación de 
aquello que les ha de ser reconocido como suyo y respetado 
como tal55. 
La nueva regulación del contencioso-administrativo se ciñe a 
señalar dos momentos específicos donde se puede dar esa vio-
lación de la ley: o bien en el procedimiento –es decir la 
transgresión de las normas relativas a la formación de la voluntad 
de la Administración, a la notificación del acto o a su ejecución–, 
o bien cuando se vicia la misma decisión por razón de su objeto, 
 
55. "Performing an illegal administrative act threatenns in itself to create 
some damage, i. e. at least potentially the act becomes the source of violating 
the sphere of subjective rigths of administered units". J. KRUKOWSKI, 
Responsability for damage..., cit., pp. 233-234.  
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por el fin o por los motivos que  la inspiran, y es aquí donde tiene 
cabida el concepto amplio de violación de ley, que equiparamos a 
injusticia, de tal forma que la única restricción posible a los 
motivos de este recurso es el ámbito de las medidas legítimas 
inspiradas en criterios de oportunidad o mejor gobierno. 
Por tanto, para que sean jurídicamente reclamables por la vía 
del artículo 123 de la Pastor Bonus los daños ocasionados por un 
acto administrativo, el requisito esencial es que éste ha de ser 
ilegítimo, pero esa ilegitimidad puede darse tanto en la decisión 
misma como en el procedimiento que conduce a ella, o en el 
procedimiento mediante el cual llega a ser eficaz. Y no resulta 
relevante el elemento subjetivo, de manera que es reclamable el 
daño, sea voluntario o no, y se produzca con dolo, con culpa, o 
por simple negligencia u olvido. En efecto, entendemos que 
caben en este artículo 123 los dos casos que se contemplan en el 
canon 128: el resarcimiento por daños originados con dolo o 
culpa y por aquéllos que se hayan originado ilegítimamente como 
fruto de cualquier otro acto jurídico. A nuestro juicio, ha de 
entenderse que el artículo 123 de Pastor Bonus, no sólo señala 
dos momentos cronológicamente distintos donde puede 
verificarse la ilegitimidad (en la decisión o en el proceso), sino 
que establece dos puntos de vista desde los que se puede 
contemplar esa ilegitimidad: su origen (por ser un acto de algún 
modo ilegítimo su causa), o su resultado (por ser un perjuicio 
ilegítimo su consecuencia). 
En 1991, Montini56 se manifiesta conforme con esta opinión, 
que se apoya en la respuesta dada por la Secretaría, cuando se 
hizo a la Pontificia Comisión para la reforma del Código la 
propuesta de introducir una especificación: que la lesión de un 
derecho debería producirse "iniuste et non ex sola excusabili 
inadvertentia, quia laesio iurium alicuius personae non semper 
imputabilis videtur officio eius qui decretum tulit vel mutavit". 
 
56. G. MONTINI, Il risarcimento del danno..., cit., pp. 179-200. 
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Se respondió que para configurar el daño "sufficit quod actus sit 
illegitimus", lo cual nos confirma que la ilegitimidad ha de ser 
entendida en sentido amplio. 
 
 
5. Título de imputación 
 
La consideración del daño como resarcible y la posibilidad de 
reclamación por la vía del contencioso-administrativo coinciden 
en estar limitados simultáneamente por los dos requisitos que 
acabamos de ver: la ilegitimidad del acto y la existencia de una 
relación causal entre éste y el daño producido. Por ejemplo, 
Krukowski57 inicia su estudio a raíz del nexo causal en los actos 
administrativos y concluye afirmando que si el daño no resulta 
ser consecuencia de un acto administrativo ilegal, no surge la 
obligación de reparar. El daño debe ser resultado de una 
actividad humana. De ahí que tenga que ser  imputable a un autor 
concreto. 
Esta es una tarea difícil, y más aún cuando un mismo acto es 
la causa de diversos daños. De forma casi inmediata se plantean 
varias cuestiones: ¿cuál de todos los daños eventualmente oca-
sionados ha de considerarse propiamente como resultado del acto 
ilegal?, ¿de cuál de ellos ha de considerarse responsable al autor 
del acto?; y a la vez: ¿de cuáles no se ha de considerar culpable? 
La respuesta a estas preguntas dependerá de la teoría de la 
relación causal que se adopte. En términos generales, se puede 
decir que parece útil y razonable adoptar la teoría de la 
adecuación entre el efecto y la causa. Por eso, en cada caso ha de 
estimarse la idoneidad de la causa (la realización de un acto 
administrativo ilegal) en relación con la magnitud de los 
resultados (el daño) y sopesar si hay o no adecuación, 
proporcionalidad, entre ellos. La obligación de reparar el daño se 
 
57. J. KRUKOWSKI, Responsability for damage..., cit., pp. 235-236.  
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entenderá cancelada si se llega a la conclusión de que el acto 
ilegal fue sólo ocasión para que el daño ocurriera, esto es, no fue 
propiamente la causa. 
Además, la reclamación del daño que cumpla los requisitos 
establecidos por la ley todavía podría resultar ineficaz, si el 
llamado a resarcir no estuviera obligado a hacerlo en virtud de un 
título preciso de imputación. Por eso la pregunta necesaria en 
nuestro ámbito de interés es: ¿en virtud de qué título un daño 
resulta justamente imputado a la Administración, de modo que 
ésta quede obligada a reparar, una vez reclamado según el 
artículo 123 de la Pastor Bonus? Parece claro que el título básico 
por el que un daño se imputa a la Administración de la Iglesia es 
la pertenencia de su causante a la organización administrativa 
eclesiástica. Responde la Administración cuando quien causa el 
daño se integra en ella –establemente, mediante un oficio, o 
interinamente, mediante una comisión–, y la lesión es fruto de 
una actividad de gestión pública, no de una actividad meramente 
privada o personal del agente. 
Ello no obsta para que con posterioridad la misma Adminis-
tración pueda reclamar responsabilidades a sus ministros a través 
de una acción de regreso, en su caso. Esta acción de regreso 
constituye a su vez una nueva garantía para los administrados, 
puesto que si no existiera, los administradores eclesiásticos esta-
rían impunes ante cualquier injusticia que cometiesen, y ello 
podría propiciar arbitrariedades o negligencias en detrimento de 
los administrados. De todas formas, todavía es necesaria una 
determinación precisa de esta acción de regreso en Derecho 
canónico58. 
 
 
58. Como ejemplo, puede verse la que se establece, a efectos 
patrimoniales, en el c. 1281 § 3. 
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III. LA RESPUESTA DE LA ADMINISTRACIÓN:  
 EL RESARCIMIENTO 
 
Al acotar los límites del daño administrativo resarcible, quizá 
hayamos logrado asignar, al menos de modo incipiente, un 
contenido real y específico a los presupuestos conceptuales del 
precepto que estudiamos. En cierto sentido hemos dedicado la 
primera parte de este trabajo a estudiar el tema del resarcimiento 
del daño desde el punto de vista del demandante, estableciendo la 
medida de su derecho. Ahora, hemos de dedicar la atención a las 
consecuencias jurídicas de ese daño impugnable desde la óptica 
de la parte demandada: la Administración. ¿Cómo tiene que 
resolver el problema que se le presenta?, ¿qué contenido dar al 
resarcimiento?, ¿cómo dar respuesta a las demandas, en 
ocasiones tan difíciles, del lesionado?, ¿cómo ha resuelto esta 
cuestión a lo largo de la historia?, ¿qué técnica jurídica ha de 
emplearse para que la garantía de los derechos de los 
administrados sea una realidad? 
 
 
A. La obligación de resarcir 
 
En la Iglesia se ha tratado, generalmente –con mayor o menor 
éxito, en la práctica–, de restablecer al sujeto dañado en su 
situación previa. Las medidas concretas que pueden encontrarse 
en un estudio de esa praxis van desde las más materiales hasta las 
de orden pastoral y espiritual. Se parte de la base de la 
imposibilidad de conseguir, en muchas ocasiones, un 
resarcimiento total (existe el daño irreparable), pero el Derecho 
de la Iglesia, consciente de su incapacidad de reparar en muchos 
casos el daño ya producido, se preocupa de establecer fuertes y 
tajantes medidas preventivas. El resarcimiento de daños, si se han 
producido ya, se entiende en Derecho Canónico que ha de ser una 
reparación equivalente, proporcional, justa y positiva. Ha de 
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encontrarse una medida adecuada; se ha de lograr un 
resarcimiento total, una restitución íntegra. Se tiene en cuenta no 
la mera justicia sino la equidad canónica. En su caso, el daño 
irreparable no significa la posibilidad de exonerarse de la 
restitución: siempre se puede adoptar una medida eficaz que evite 
que la lesión se siga produciendo, y reparar hasta el punto en que 
resulte posible, poniendo todos los medios que estén al alcance. 
Lo primero que nos interesa afirmar es la conciencia que 
existe en el ordenamiento canónico de la obligación de resarcir: 
es decir, que la reparación se considera un deber de quien causa 
el daño, no una gracia que se otorga en algunos casos al 
perjudicado; esto nos llevará a poder afirmar que no hay ninguna 
causa justa que exonere a la Administración –o al sujeto 
responsable– de resarcir cuando haya causado un daño 
ilegítimamente. 
Existen huellas antiguas de esa convicción en el Decreto de 
Graciano, que exige la restitución en caso de violación de los 
derechos ajenos: "Quicquid de sacratis uasis uel ministeriis a 
quolibet clero usurpatum fuerit, ecclesiae restituatur"59; 
"Resarciantur detrimenta sacerdoti uel ecclesiae, que alterius 
occasione alter senserit"60, etc. Se incluyen también normas 
concretas de carácter procesal acerca del resarcimiento: "De 
induciis autem post restitutionem prestandis, et quo spatio 
temporis concedendae sint"61; "Secundum tempus expoliationis 
conceduntur induciae restitutionis"62; "Ante litem contestatam 
uiolenter ablata restituantur"63; "Post restitutionem induciae 
 
59. C. 12, q. 2, c. 2. 
60. C. 12, q. 4, c. 2. 
61. C. 3, q. 2, c. 1. 
62. Ibidem. 
63. C. 3, q. 2, c. 3. 
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prestandae sunt"64; "Ante restitutionem aliquis ad causam uocari 
non debet"65. 
También en diversos capítulos de las Decretales se alude a la 
restitución como obligación estricta66. No sólo se exige la repa-
ración del daño, sino que las mismas Decretales también se 
encargan de establecer la diferencia que existe entre esta 
obligación de resarcir los daños y la obligación de satisfacer las 
expensas del litigio: separando estos dos deberes se da realce a la 
obligación de resarcir los daños, que cuenta entonces con su 
propia individualidad como derecho del lesionado67. 
La jurisprudencia68, como hemos visto, se ocupa de establecer 
unos requisitos que se han de verificar para que el daño causado 
sea reparable; por tanto, se sobreentiende que existe la obligación 
de reparar cuando éstos se cumplen. En muchas sentencias se 
ordena el resarcimiento de daños, sin concretar el modo de 
llevarlo a cabo69, pero dejando claro en todo caso el deber de 
 
64. C. 3, q. 2, c. 6. 
65. C. 3, q. 2, c.8. 
66. Por ejemplo, X V, 36, 1: "Si rixati fuerint homines, et percusserit alter 
proximum suum lapide vel pugno, et ille mortuus non fuerit, sed iacuerit in 
lecto, si surrexerit et ambulaverit foris super baculum suum: innocens erit, qui 
percusserit, ita tamen, ut operas eius et impensas in medicos restituat". 
67. X V, 36, 8. El pasaje recoge un acuerdo al que se llegó entre las dos 
partes encontradas según el cual no se reclamarían los daños causados. El 
Papa accede en cambio a la satisfacción de las expensas por no estar incluidas 
dentro del acuerdo sobre los daños, por constituir una obligación diferente: 
"Quum igitur aliud sit damnorum restauratio quam satisfactio expensarum, et 
ideo in iuramento exhibito super damnorum articulo intelligi non debeat, quod 
factum expensarum fuerit comprehensum: mandamus, quatenus, iuramento 
non obstante praedicto, auctoritate nostra provideas, quod dictum commune 
pro bono concordiae ad expensarum satisfactionem aliquid contribuat iuxta 
tuae discretionis arbitrium a te, sicut expedierit, moderandum". 
68. Desde sentencias muy antiguas se recoge el deber de reparar el daño 
causado. Cfr., por ejemplo: T.R.S.C., 30.I.1779; T.R.S.C., 14.IX.1782; 
S.R.R.D., 5.V.17143; S.R.R.D., 24.V.1737 y S.R.R.D., 14.VI.1737. 
69. D.R., vol. IV, coram Lega, 16.III.1912, § 11: "Hisce igitur omnibus 
perpensis, Christi nomine invocato, Nos Auditores de turno pro tribunali 
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resarcir. Hay una sentencia de 1938 que demuestra la vigencia de 
la obligación de resarcir aunque el daño causado sea de difícil 
valoración, como cuando se trata de lesión del honor con una 
injuria. En la decisión de la Rota se matiza cómo debe ser la 
reparación: la lesión, la injuria en este caso, debe repararse en la 
justa proporción, en igualdad: "seu ad actum iustitiae, quo iniuria 
ad aequalitatem reparetur. Laesus etenim dominus indemnis fieri 
debet, dummodo posita actio damnificativa culpabilis sit"70. Es 
decir, se obliga a una reparación justa y proporcional de los 
bienes inmateriales perjudicados, sin admitir la posiblidad de 
ampararse en la real dificultad que surge al intentar valorarlos 
para eludir la obligación. 
Es innegable que, tanto en época reciente, como en la primera 
época del Derecho Canónico, se contempla la obligación general 
de restituir los daños. En ocasiones se concreta con detalle, pero 
por norma común –ante la ausencia de legislación concreta al 
respecto– se impone la obligación de reparar, y se deja al juez 
margen suficiente para que determine en cada caso cuál es la 
medida justa de tal reparación. 
Si la reparación del daño es una exigencia de justicia, la 
respuesta de la Administración ha de ser paralela y proporcional 
al daño causado. El contenido del concepto de daño resarcible y 
reclamable, según el artículo 123 de la Pastor Bonus que hemos 
venido analizando hasta ahora, nos dará la pauta para determinar 
el contenido del concepto correlativo de reparación, que se utiliza 
en la misma Constitución Apostólica. Vamos a estudiar ahora, en 
primer lugar, el contenido de la respuesta que ha de dar la 
Administración, que es en realidad directamente proporcional a 
 
sedentes, et solum Deum prae oculis habentes, dicimus, declaramus et 
sententiamus, competere actori actionem quoque in Rmum. P. Procuratorem 
generalem O. FF. PP. pro eventuali refectione damnorum, in casu; itemque, 
admittendam esse reconventionem, in casu; scilicet ad utrumque dubium 
respondemus: Affirmative". 
70. D.R., vol XXX, coram Quattrocolo, 26.X.1938, § 4. 
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la medida y al contenido del resarcimiento al que puede aspirar el 
demandante; y a continuación los medios técnicos que la Admi-
nistración ha de procurar poner al alcance del administrado para 
que pueda ser viable la impugnación del daño resarcible. 
Procuraremos hacer ese análisis también a la luz de datos que nos 
informen sobre la tradición canónica en este aspecto; así 
podremos entender adecuadamente la naturaleza del nuevo 
procedimiento que se establece en la Pastor Bonus, y juzgar si 
constituye un instrumento técnico adecuado para responder a esta 
necesidad de justicia. 
 
 
B. El contenido de la respuesta de la Administración 
 
Determinada la conciencia de la obligatoriedad de la 
reparación, también cuando la causa del daño es imputable a la 
Administración, vamos a intentar dar contenido concreto a la 
respuesta que ésta debe dar al administrado, ante las lesiones que 
injustamente pudiera ocasionarle. 
La actitud de la organización eclesiástica en esta materia se 
puede distinguir en dos facetas: una postura preventiva, que 
tiende a evitar los daños y por ello a garantizar el respeto de los 
derechos de los fieles; y una actitud resarcitoria una vez que se ha 
ocasionado ya un perjuicio al administrado, porque tales daños 
no han podido ser evitados. Vamos a detenernos en cada una de 
ellas interpretándolas a la luz de algunos datos que podamos 
extraer de las fuentes, no con la pretensión de hacer un estudio 
completo de ellas, sino con la única finalidad de apuntar un nexo 
de continuidad con la tradición canónica. 
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1. Medidas preventivas 
 
Llamamos medidas preventivas a aquellas precauciones que 
establece el legislador para evitar el daño, entendiendo que 
responden a la necesidad de eludir la lesión, que una vez causada 
difícilmente se puede reparar de manera adecuada. Para ello el 
legislador articula unas medidas preventivas directas o indirectas, 
las cuales a su vez pueden ser de orden normativo o de índole 
pastoral. 
Las medidas preventivas se dan únicamente en las fuentes 
legislativas. No podría pensarse encontrar una causa judicial que 
decida sobre un daño aún no ocurrido, pues ya vimos que era 
necesario para poder impugnar el acto, la existencia real de una 
lesión. 
Los preceptos que se dedican en los dos Códigos a tratar el 
tema del daño, en su mayoría son normas de carácter preventivo. 
Esto no es sino un reflejo de la importancia que se da en la 
Iglesia a las lesiones que se pueden causar, y a la preocupación 
de establecer todo tipo de medidas que las eviten en la medida de 
lo posible. Deja constancia asimismo de la prudencia y el 
empeño del legislador canónico a la hora de garantizar los 
derechos subjetivos de los fieles. 
Además de las medidas preventivas que vienen determinadas 
en la ley como tales, es decir aquéllas que tienen una finalidad 
directamente preventiva, pueden encontrarse otro tipo de normas 
que, a pesar de que no se encaminan específicamente a la pre-
vención de la lesión71, poseen, si son observadas, un considerable 
 
71. El Decreto de Graciano recoge la norma según la cual cuando el 
poseedor apela, mientras está pendiente la causa, puede ser secuestrado el 
fruto de lo poseído por la otra parte litigante ("Cum possessor appellat, dum 
eventus causae dubius est, possessionis fructus sequestrantur" (C. 2, q. 6, c. 
26). Posteriormente, dos decretales establecen respectivamente que en el caso 
de que durante la custodia el fruto se pierda, se reclamará éste y se le dará en 
custodia a un tercero: "Si missus in possessionem causa custodiae fructus 
dissipat, dissipati revocantur, et cum aliis secuestrantur" (X II, 17, 2) y el 
42 GRACIA REGOJO BACARDÍ 
efecto garantizador de los bienes y derechos de los fieles72. Se 
trata de medidas indirectas, que pueden tener un carácter jurídico, 
o pastoral. Así puede juzgarse, por ejemplo, el secuestro de una 
cosa, o la suspensión del ejercicio de un derecho cuando hay 
riesgo de alguna lesión73. También cabe interpretar en ese 
sentido alguna de las virtualidades de la oservancia del principio 
de audiencia de los interesados establecido por el c. 50 del CIC 
83. En el orden pastoral, cabe calificar como clara medida 
preventiva  
–desde el punto de vista que ahora adoptamos– la obligación de 
visita74 que se impone a la autoridad eclesiástica competente para 
velar por la doctrina en colegios, seminarios y universidades 
católicas, etc. Pero no nos detendremos ahora en un estudio 
pormenorizado de estas medidas preventivas: nuestra intención 
es sólo dejar constancia de su existencia e importancia, con la 
sensibilidad que revelan hacia la eventualidad del daño. Nos 
 
principio que casi literalmente recogerá el CIC de 1917: "Ab eo, qui a 
sententia provocavit, fructus possessionis, si dissipentur ab ipso, possunt lite 
pendente rationabiliter sequestrari" (X II, 17, 3. 
72. Por ejemplo, se establece en el c. 90 una medida que, entre otras 
cosas, ayudará a evitar daños. Esta medida consiste en declarar que, cuando 
haya duda sobre la suficiencia de una causa en la dispensa de ley eclesiástica, 
dicha dispensa se concede válida y lícitamente. Aludimos solamente a algún 
canon a modo de ejemplo, pero este tipo de normas se multiplican a lo largo 
de todo el Código: así, se prevé la emisión de un informe o un dictamen de 
algún colegio o grupo de personas para la realización por el Superior de 
ciertos actos jurídicos (cfr. c. 127), por ejemplo cuando se trata de admitir a 
quien haya sido despedido de otro seminario (cfr. 241 § 3), o al proponer a 
personas idóneas para la consagración episcopal (cfr. c. 377 §§ 3 y 4); el 
censor ha de dar un dictamen por escrito sobre el libro en cuestión (cfr. 830 § 
3); también para los catecismos y escritos catequéticos se prevé que se 
sometan a juicio del Ordinario aunque no se especifique que se emita un 
dictamen (cfr. c. 827) 
73. Cfr., por ejemplo, C. 2, q. 6, c. 26; X  II, 17, 1, 2 y 3; cfr. también c. 
1496 CIC 83 y cc. 1158-1161 CCEO. 
74. Cfr. cc. 90, 806, 810 CIC 83. Cfr. otras medidas preventivas en los cc. 
127, 241, 377, 827 y 830. 
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detendremos, en cambio, a considerar medidas positivas de resar-
cimiento que pueden observarse espigando rápidamente algunos 
documentos que atestiguan la praxis canónica. 
 
 
2. La necesidad de medidas positivas 
 
a) Naturaleza y clases del resarcimiento 
 
A principios de la segunda mitad de este siglo, Romita 
afirmaba que para hacer frente a la reparación de un daño, la 
autoridad eclesiástica había de actuar con la conciencia de su 
papel de responsable en orden a la salvaguarda de la communio 
ecclesialis. Esto exigía que la reparación no se limitara a medios 
económicos, sino que habían de tenerse especialmente en cuenta 
los medios espirituales y morales, puesto que lo exigía la 
coherencia con la naturaleza de la Iglesia que vela por los 
intereses sobrenaturales y espirituales de sus administrados. 
Para este autor, la naturaleza de la reparación ha de ser corre-
lativa a la naturaleza del daño: según este perjuicio sea espiritual 
o moral, la reparación ha de ser espiritual o moral; si el daño es 
económico la reparación ha de ser económica. Puesto que la 
naturaleza de la Iglesia es preferentemente espiritual y moral, la 
reparación será muchas veces de esta naturaleza. Aunque se dé el 
caso de que nadie sea responsable (por ejemplo en caso fortuito) 
en virtud del principio de la universalidad de la reparación del 
daño, este daño ha de ser reparado, en cualquier caso. Quien 
responde es la comunidad eclesial75. 
 
75. F. ROMITA, La responsabilità dell'amministrazione pubblica 
ecclesiastica, en "Monitor Ecclesiasticus" 98 (1973), pp. 576-578. Según 
Romita este principio no está en el CIC del 1917, pero sí que se desprende de 
las enseñanzas del Concilio Vaticano II, en Lumen gentium, y de De 
Episcoporum muneribus, a los que el nuevo Código en proyecto de revisión 
habría de adaptarse. Los principios que vigen en derecho italiano, de 
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En esos mismos años, Ranaudo, refiriéndose a la Admi-
nistración eclesiástica, dice que el daño provocado por un acto 
ilícito ha de ser reparado en virtud de una obligación jurídico-
moral que impone la justicia conmutativa. Lo óptimo sería que 
con la reparación –en forma específica– se pudiera lograr una 
vuelta al estado en que se encontraban las cosas antes de que se 
produjera el daño, pero eso no siempre es posible por ser una 
deuda excesiva, o por otras causas de orden jurídico-social como 
puede ser el interés público. Por eso cuando se trata de la lesión 
de un derecho subjetivo de carácter patrimonial, el problema del 
eventual resarcimiento de daños no presenta dificultad notable, 
pues es fácilmente evaluable y se puede encontrar un valor 
correspondiente al daño. En cambio se encuentran no pocas 
dificultades cuando se trata de decidir sobre el resarcimiento de 
daños por la lesión de un derecho subjetivo de carácter no 
patrimonial, porque como es obvio, resulta muy difícil evaluarlo 
con una medida material. Esta dificultad es mayor cuando se trata 
de derechos absolutos (como el derecho al honor, a la 
intimidad...). Pero, aunque sea complicada la vuelta al estado 
original y la satisfacción verdadera de estos bienes espirituales, 
aquél que está llamado a decidir no podrá olvidar que ha de 
intentar una reparación lo más ajustada que sea posible dentro de 
la innegable limitación. Así, por ejemplo, ha de imponer la 
rectificación de unas declaraciones en un periódico, establecer 
una congrua reparación en dinero en favor de quien sin motivos 
razonables ha sido expulsado de una asociación, etc.76. 
Con posterioridad, Montini afirma que el nuevo Código con-
templa dos modos concretos de reparación del daño: en forma 
específica y en forma genérica. La forma genérica de reparar un 
 
distinción entre derecho subjetivo e interés no sirven para el derecho canónico, 
puesto que el daño, sea de la naturaleza que sea, y tenga el origen que tenga, 
ha de ser reparado según justicia. 
76. A. RANAUDO, La responsabilità della Pubblica Amministrazione 
Ecclesiastica , en "Apollinaris" 54 (1980), pp. 62-63. 
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daño consiste en compensar la lesión a través de una cantidad de 
dinero, intercambiando el valor de un bien lesionado por otro 
bien fungible como es el dinero. El segundo modo consiste en la 
reparación que pretende restablecer la situación en el estado en 
que se encontraba antes de verificarse el hecho lesivo. Este modo 
específico de reparación ¿qué relevancia tiene en el actual 
Código? Según Montini, el nuevo cuerpo legislativo muestra 
preferencia por esta reparación en forma específica. Basa su 
afirmación en algunos datos extraídos del Código vigente: la 
presencia de la acción de resarcimiento de daños y la restitutio in 
integrum; la presencia de la acción caucional como intento de 
evitar un daño que sea irreparable; y el uso del término 
satisfactio en el contexto de la reparación de la lesión causada a 
la buena fe y al honor77. 
 
 
b) Ausencia o insuficiencia del resarcimiento 
 
A la vez que se establece claramente la obligación genérica de 
resarcir, puede advertirse que en ocasiones esa reparación ha 
estado ausente de las decisiones jurisprudenciales concretas. La 
razón, a nuestro juicio, no es otra que la falta de normativa espe-
cífica que haga viable y determine en preceptos concretos ese 
principio general de justicia. Los criterios legales y jurispru-
denciales son muchas veces de tipo genérico, poco orientadores 
en orden a ajustar la reparación a las exigencias de justicia del 
caso. Así, por ejemplo, en las Decretales encontramos algún caso 
en el que la aplicación de la ley supone la restitución del valor 
del objeto, y sin embargo no se hace ningún tipo de alusión a la 
renta que gracias a éste se percibía78: en concreto si el daño es la 
 
77. G. MONTINI, Il risarcimento del danno..., cit., p. 189. 
78. "Si quis aperuerit cisternan, et foderit, et non operuerit eam, ceci-
deritque bos vel asinus in eam: dominus cisternae reddet pretium iumentorum; 
quod autem mortuum est, ipsius erit" ( X V, 36, 2). 
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pérdida de un buey, se devuelve el valor del buey, pero no se 
suma a este valor el dinero dejado de percibir gracias al trabajo 
que el animal desempeñaba (luc ro cesante). Una decisión de la 
Sagrada Congregación De propaganda Fide, a propósito del 
traslado de un párroco, ya citada más arriba, considera a los 
Obispos legitimados, con carácter general, para trasladar a los 
párrocos cuando se causen los daños espirituales y morales que 
se enuncian en el texto. Pero no se hace ninguna alusión a cómo 
resarcir esos daños ya causados a los feligreses, ni al deber que 
existe de repararlos79. 
Esto hace pensar hoy en la necesidad urgente de normas que 
sirvan de orientación a los jueces, para que a la hora de decidir 
encuentren apoyo en normas legales, y una vía clara a través de la 
cual exigir el cumplimiento de la sentencia. Es innegable que en 
ocasiones, la ausencia de una normativa clara y precisa sobre esta 
materia ha llevado al juez a desentenderse de las demandas del 
lesionado, adoptando medidas que podemos llamar neutras, ya 
que tienen por finalidad única evitar que se siga produciendo el 
daño, preocupándose más de eliminar la causa que de la 
reparación de las lesiones ocasionadas, que, a lo más, reciben una 
compensación mínima. Desde cierto punto de vista, estas 
medidas son el resultado de la imposibilidad o dificultad de 
establecer un modo adecuado de resarcir los daños: de ahí el 
 
79. S.C. de Prop. Fide, 10.I.1757: "Scribatur Episcopis posse mutari 
parochos, ex causis tamen rationabilibus et canonicis, puta persecutionis 
infidelium, odii vel inimicitiarum cum populo, vel gravis scandali, et tandem 
ratione maioris utilitatis parochianorum (...)". Posteriormente, en una consulta 
que se hace a la S.C.C., se responde que en ese caso concreto, dadas las 
circunstancias, aparte de la remoción del párroco –en un periodo inferior a seis 
meses– y la concesión al mismo de un beneficio equivalente, se le impondrá 
una pena "proporcionada" a su culpa: "ut parochus poena plecteretur culpae 
proportionata". Interesa más aquí castigar al clérigo que resolver el problema 
de la restitución del daño sufrido por los feligreses, que, al menos 
aparentemente, queda sin ningún tipo de compensación. Queda confirmada la 
ausencia de reparación en algunos casos debido a la falta de normativa 
específica (S.C.C., Herbipolen., 22.XII.1860). 
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interés de considerar las medidas positivas de resarcimiento que 
puede adoptar –y ha adoptado– la praxis jurídica de la Iglesia. 
 
 
3. Medidas positivas de resarcimiento 
 
La primera idea que se desprende de una rápida incursión por 
diversas fuentes que plasman la experiencia jurídica eclesia l, es 
la convicción de que la Iglesia ha resarcido los daños, y que el 
resarcimiento pretende ser algo más que la mera devolución del 
valor material del bien: puede advertirse que se ha logrado 
traducir incluso la lesión inmaterial y espiritual a términos 
contabilizables, más o menos eficaces, y cuáles han sido los 
criterios de los tribunales a la hora de cubrir un daño. 
 
 
a) El resarcimiento: algo más que el valor material 
equivalente 
 
Está claro que el hecho de sufrir un perjuicio injustamente ha 
de valorarse de alguna manera: es decir, se ha de apreciar el 
hecho de estar soportando una carga que no se tiene el deber de 
soportar, que constituye a su vez un detrimento respecto de una 
posición previa, en tanto que supone una disminución de bienes o 
una privación de derechos. 
Pero para atenerse a la justicia, normalmente se ha de 
considerar la reparación como algo más que el valor material y 
objetivo de la lesión: se ha de contabilizar el valor subjetivo del 
bien o derecho lesionado, las circunstancias persona les que 
modifican el valor objetivo y que a su vez son de difícil 
traducción en términos monetarios. Pero, ¿cómo contabilizar la 
salud, el honor, los sentimientos, las circunstancias personales 
del sujeto lesionado, etc.? 
Un texto antiguo de carácter pena l nos puede servir de 
ejemplo para comprobar cómo, intentando llevar a la práctica 
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esta idea, se ordena que en la restitución se devuelva cuatro veces 
el valor de lo dañado80; es decir se traduce la reparación a 
términos económicos, pero siempre teniendo en cuenta el plus 
que hay que añadir en virtud de la injusticia sufrida. 
En otro caso se determina la medida que se ha de usar para 
resarcir los daños: la propuesta razonable de la parte 
perjudicada81. Al dar cabida a la propuesta del lesionado, se está 
introduciendo en la decisión un criterio personal y subjetivo, que 
está más allá del puro valor material de la lesión. Con este 
criterio el legislador quiere valorar en la medida de lo posible el 
daño desde el punto de vista del lesionado, y hace entrar en juego 
las circunstancias y sentimientos personales. En el CIC 17  el c. 
1319 § 1 (cfr. c. 1649 § 2 CIC 83) permite recurrir la fijación de 
costas que hace el juez, para que la modifique, lo cual abre al 
menos la posibilidad de apreciación de las circunstancias 
concretas del lesionado en esta materia. 
Sentencias antiguas hablan ya de la necesidad de contabilizar, 
a la hora de reparar las lesiones causadas, el daño emergente y el 
lucro cesante, utilizando los términos en su sentido clásico82. 
 
80. C. 12, q. 2, c. 7. 
81. X II, 14, 6 establece el siguiente principio: "Citatus ad totam causam, 
certo termino ad comparendum assignato, tenetur comp arere in termino, et 
dato impedimento in termino debet comparere quam citius potest post 
terminum; alias condemnabitur in expensis a tempore citationis emissae" 
(Superinscriptio). La decretal concluye: «eum reputavimus contumacem et ad 
legitimas et moderatas expensas, quas adversarii ejus fecerant a tempore 
citationis emissae, quem extunc expectare inceperant ipsum curavimus con-
demnare» (el subrayado es nuestro). 
82. A veces se exige la prueba: "Damnum emergens, vel lucrum cessans 
potest peti si probentur requisita a Pauli de Castro" (S.R.R.D., 24.I.1650); 
"Damnum emergens, ut quis consequatur, quid ultro sit probandum" 
(S.R.R.D., 27.VI.1644); o se valora: "Hinc extranea visa est Dominis 
ponderatio circa requisito Castr. in l. 3 ss. de eo quod cert. loco, qua damno 
emergenti subsecutum quidquid sit in lucro cessante iuxta desid. Seraphin. 128 
num. 3" (S.R.R.D., 13.V.1671). 
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Hay una alusión muy concreta al resarcimiento llevado a cabo 
con equidad en una sentencia de 1923. Esto muestra la vigencia 
implícita de un concepto de reparación que aspira a ser lo más 
completa posible, tomando como punto de referencia no la mera 
justicia, sino la equidad canónica83, que tiene en cuenta los ele-
mentos personales y subjetivos de los perjudicados: "Unicus 
titulus ad restitutionem petendam est damnum seu laesio, quae sit 
simpliciter gravis vel adeo notabilis ut ex naturali aequitate 
deceat restitutionem concedere"84. 
Veamos ahora cómo se intenta poner en práctica esta 
intención clara de poner al alcance del perjudicado una 
reparación justa y equitativa. 
 
 
b) Restitución material para daños materiales 
 
Esta idea de restitución en sentido amplio se refleja también 
en las lesiones de tipo material, en las que –aunque sería factible– 
no parece suficiente devolver el valor material exacto de las 
lesiones. En este terreno, algunas sentencias ofrecen indicaciones 
concretas acerca del modo de restituir el daño causado85. Así, en 
las causas en las que se ventilan asuntos de índole puramente 
patrimonial, se tiene en cuenta el interés y la mora en la entrega 
de lo debido. Encontramos en sentencias del siglo XVIII una 
 
83. D.R., vol. VI, coram Mori, 21.II.1914, § 14. 
84. D.R., vol. XV, coram Florczak, 24.VII.1923, § 5. 
85. Cfr., por ejemplo, S.R.R.D., 12.XII.1664: "Damnum per accidens 
passum per diminutionem fructuum rei emphyteuticae compensatur cum 
excessu utilitatis alias ab emphyteuta perceptae". También, "Damna rationem 
fructorum viginti in singulo anno taxat eo modo sunt reficienda; donec ab 
Actore iustificatum fuerit valorem scuti aurei ad maiorem summam de 
tempore mutuatae pecuniae ascendisse" (S.R.R.D., 27.II.1660); "Taxatio 
damnorum, & interesse fit ad rationem fructuum locorum montium" 
(S.R.R.D., 4. VII.1659). 
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referencia a la inclusión de los intereses86 dentro del 
resarcimiento del daño causado. Esto constituye una forma 
positiva de reparar, ya que no se limita a la mera devolución del 
valor de lo dañado87. 
Otro ejemplo lo encontramos en el caso de una joven que 
solicita la nulidad de su matrimonio y a la que se concede una  
pensión alimentaria: se condena al marido a pasar una pensión a 
la mujer a modo de resarcimiento de daños y perjuicios. Aunque 
no se concreta el modo88, se alude a las circunstancias personales 
 
86. T.R.S.C.C., 22.XII.1727: se incluyen los intereses. En cambio en 
otras, aunque se contempla la posibilidad, se deniega en el caso concreto: 
T.R.S.C.C., 23.IX.1747; T.R.S.C.C., 5.IX.1778. 
87. Por ejemplo, en una causa de 1934, se trata de la reclamación de una 
pensión retrasada: "Affirmative, seu deponendam esse a parocho D. Zanotto in 
Curia Casalensi, intra terminum unius mensis, integram summam pensionis 
non solutam canonico D. Porzio, a die 7.II.1930 ad diem 6.II.1934, cum 
foenore quaternarum centesimarum partium (4%), a diei litis contestatae. Ita 
tamen: 1º ut ex summa deposita restituatur ad canonicum D. Porzio summa ab 
eodem soluta ab anno 1930 ad Fiscum pro tributo in pensionem imposito; 2º ut 
in posterum, intra iudicii moras, quaque die sexta augusti et februarii, idem 
parochus D. Zanotto deponat ad canonicum D. Porzio partem tributi quem ipse 
D. Porzio solverit ad Fiscum pro pensione" (D.R., vol. XXVI, coram Jullien, 
28.VI.1934, § 4). En 1881 tenemos otra muestra de cobertura de estos bienes 
materiales "Dippiù la quota curata doveva essere proporzionata a' beni che 
possedeva la Collegiata tolta la tassa del 30 per cento. Ora risulta dalle Sante 
Visite, che aveano di rendita lorda 344 ducati e grana 25; l'Abate, che è 
Canonico della cattedrale e nulla ha perduto, annui ducati 233 e grana 25. 
Ogni Eddomadario dunque avea lordi circa 24 ducati l'anno prima della 
soppressione, togliete il 30 per cento e l'altro delle manimorte, che cosa rimane 
per cuota curata?" (T.R.S.C.C., 6. VIII.1881). 
88. "Refectio vero damnorum formam quoque pensionis alimentaris 
induere valet, nisi lege positiva aliter statuatur, quod in casu non accidit.  
Iuxta ea quae in iure diximus, etiam post litis contestationem poterat rea 
conventa pensionem alimentarem exigere et iure optimo petiit, nec limites 
potestatis suae praetegressi sunt iudices, qui, substantia petitionis servata, eam 
acceptandam mutata forma putarunt. Hanc potestatem eisdem in casu 
attribuebat lex, etiam absque partis petitione (cann. 1618 et 2355), sive ne 
Maria egestate exponeretur ad turpia, sive quia publicum bonum, in Ecclesia 
praesertim, vult ut pauperum iura defensione muniatur. De paupertate vero 
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de la demandante que ha de tener en cuenta el juez a la hora de 
decidir. 
Podrían multiplicarse los ejemplos, pero es suficiente para 
nuestro propósito mostrar cuál es el espíritu del Derecho 
canónico en esta materia: procurar una verdadera reparación 
equitativa, incluso cuando se trata de bienes materiales, 
susceptibles de una valoración matemática que fácilmente podría 
pasar por alto la necesidad de atender a la verdad de la situación 
de las personas dañadas. 
 
 
c) Reparación de bienes inmateriales 
 
Es real la dificultad que existe de evaluar lo no material, tanto 
los bienes espirituales como los morales, pero no por ello decae 
la obligación de hacerlo. Ante este problema la Iglesia ha tomado 
diversas posturas, y ha restituido con el método que le ha 
parecido más oportuno en cada momento. En ocasiones el modo 
de resarcir que le ha parecido más adecuado ha sido el 
resarcimiento pecuniario de un bien no material; en otras 
ocasiones ha logrado restituir de modo casi equivalente los 
bienes, y en otras ha establecido medidas no pecuniarias para 
devolver en lo posible al lesionado su situación originaria. 
Veamos algunos ejemplos. 
 
c. 1) Reparación pecuniaria de bienes no materiales 
 
Ha habido ocasiones en las que el juez eclesiástico ha decidido 
reparar la lesión de bienes no materiales a través de una cantidad 
pecuniaria. No intenta con ello poner precio a estas realidades 
morales o espirituales, sino resarcir en alguna medida un daño 
 
conventae prostant probationes in actis" (D.R., vol. XLI, coram Staffa, 
4.X.1949). 
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que de otra forma quedaría sin posible compensación. Consciente 
de que no es lo óptimo, piensa el juez que es mejor dar una com-
pensación pecuniaria que refugiarse en la dificultad y no reparar 
en modo alguno, alegando la imposibilidad de establecer una 
valoración justa. 
Un ejemplo lo encontramos en una resolución de la S.C.C. de 
188489, donde se promueve un resarcimiento equivalente: en este 
caso se dejará al párroco lesionado elegir entre una parroquia y 
una cantidad pecuniaria. 
En otra sentencia la Rota concreta que la reparación que un 
Abad debe a un sacerdote ha de cubrir los daños en las cosas y en 
la fama90. Se consideran en la estimación de la cantidad 
pecuniaria con la que se va a reparar, las lesiones de la 
disminución de la fama, su situación personal, los años que lleva 
ejerciendo el oficio de capellán, etc. Con esto se intentan reparar, 
aunque pecuniariamente, los perjuicios causados.  
En una sentencia de 1913, la reclamación se hace a un 
sacerdote que asiste al matrimonio de una persona, a pesar de que 
ésta tiene un impedimento y una deuda con una mujer anterior. 
La sentencia impone el resarcimiento de los daños con una 
 
89. "Ut Archiepiscopus curaret inducere parochum ad paroeciam vel 
permutandam, vel dimittendam cum assignatione aequae pensionis. Antistes 
mandata faciens dedit parocho optionem inter pensionem libellarum 1200 et 
aliam paroeciam, alteri praeferendam" (S.C.C., Albien., 1.IX.1884). 
90. "Quoad modum vero reficiendi damna, si Abbas cogi nequit ad 
reintegrandum sac. Aristidem in suo officio, certo certius cogendus est ad 
compensanda damna illata tum in rebus tum in existimatione. Considerando  
igitur vel solum damna, quae uni Abbati imputari debent, uti consiliario, qui 
ex culpa iuridica gravi consilium dedit iniustae dimissionis, considerando haec 
damna tum in ademptione officii et annui stipendii ab anno 1899, tum in 
consequenti laesione vel diminutione famae, habita quoque ex alia parte 
ratione capellaniae ultimis annis obtentae, ea damna statuerunt et statuunt 
Domini in mensura decem millium libellarum, per ratas ab Ordinario 
determinandas, infra biennium solvendarum, cautione tamen statim in Curia 
data ab Abbate" (D.R., vol. IV, coram Sincero, 1.II.1912, § 23). 
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cantidad pecuniaria91. Son muchos los ejemplos de sentencias 
que deciden resolver la reparación en términos monetarios92. 
 
 
c. 2) Restitución equivalente de bienes no materiales 
 
Hay ocasiones en las que el tribunal se esfuerza por devolver 
al lesionado la situación que perdió: intenta, en la medida de lo 
posible, darle aquellos bienes que hubiera percibido si no hubiera 
sido lesionado, y restablecer las mismas condiciones personales 
que tenía antes de que se le causara el daño. 
Así, una resolución versa sobre el daño causado a un sacerdote 
que resultó removido, porque se adujeron razones falsas; el 
lesionado apela y la Sagrada Congregación responde a su favor, 
ordenando que se escriba al Obispo para que le absuelva de la 
censura, y le rehabilite en otra parroquia y benefic io equivalente: 
"Scribatur Episcopo, ut Sacerdotem Saver a censuris absolvat ac 
rehabilitet, eumque provideat de alia Paroecia seu Beneficio 
reditus aequivalentis"93. La restitución del daño intenta una 
vuelta a la situación anterior, cubriendo todos los aspectos a los 
que ha alcanzado la falsedad: tanto lo espiritual (se le absuelve de 
la censura), como lo relativo a su honor (se le devuelve una 
 
91. "Affirmative, seu Parochum Patrem Antonium (...) teneri ad damna 
resarcienda, ob factum celebrati matrimonii a Turpilio cum Theresia, die 
29.VI.1911, coram eodem Parocho Antonio non obstante sententia rotali, die 
25.I.1911 lata in causa impedimenti et damnorum. Quae determinamus in 
summa libellarum mille et quingentarum (1.500), statuentes praeterea ab 
eisdem parocho et Ordine solvendam esse taxam pro sententia" (D.R., vol. V, 
coram Sincero, 26.VII.1913, § 6). 
92. Por ejemplo: "Auditores retinent, summam L. 7.000 repraesentare 
damnum" (D.R., vol IX, coram Rossetti, 20.X.1917, § 29). "Quae sententia 
patribus magis placuit ideoque duplici sententiae conformi standum est et pro 
damnis solvenda summa lib. libanen. 3.500" (D.R., vol. LI, coram Heard, 
30.V.1959, § 5). 
93. S.C.C., Limburgen., 19.XII.1857. 
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parroquia y queda su nombre restaurado ante los feligreses) y 
material (se le restituye el mismo beneficio que tenía 
anteriormente). 
En un Vicariato Apostólico Chino, se da el caso de ciertos 
misioneros que obligan a casarse a una joven china conversa, 
haciéndole violencia de una manera llamativa. El motivo de tal 
empeño eran las ofrendas que recibirían las monjas con motivo 
de la boda. El resarcimiento de daños en este caso se concreta en 
un mandato a las religiosas para que cesen en este tipo de 
presiones, la declaración de nulidad del matrimonio celebrado y 
la orden de restituir las ofrendas recibidas94. 
 
 
c. 3) Restitución espiritual para daños espirituales 
 
Parece imposible plantearse el resarcimiento de lesiones espi-
rituales, y en cierta medida es real esa imposibilidad. En la tra-
dición canónica y en la legislación vigente ya hemos visto que se 
parte de la base de que existen daños irreparables. Esto, sin 
embargo, no impide tomar medidas para evitar que continúen 
ocasionándose y poner los medios para resarcir lo resarcible. En 
ocasiones se ha intentado reparar tales daños, dando a los admi-
nistrados medios para recuperar esos bienes. Por ejemplo, en el 
caso de un párroco que ha causado daños espirituales a sus 
feligreses debido a su mal ministerio, es bien cierto que esos 
bienes espirituales dañados son irrecuperables, pero la Iglesia 
proporciona a esos fieles un buen sacerdote, que logre 
devolverles la piedad y la doctrina que perdieron. Los hechos son 
 
94. "La décision déclare: 'Devant de tels refus de ces épousailles, l'équité 
commandait aux religieuses de cesser de telles pressions et de restituer les 
offrandes reçues coutumières aux épousailles' (D.R., vol. XXII, coram 
Quatrocollo, 9.XII.1930). Il semble bien que cette question d'argent soit la 
raison de ces violences". J.F. NOUBEL, Responsabilité administrative devant la 
S. R. Rote, en "Revue de Droit Canonique" 18 (1968), p. 246. 
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los siguientes: un párroco resulta acusado de una serie de daños 
de índole moral y espiritual, como desempeñar su misión con 
disgusto, provocando en los fieles el aborrecimiento a las cosas 
sagradas, etc. La causa se resuelve con un traslado provisional 
del párroco negligente durante seis meses, y llevando a la 
parroquia dañada a un buen sacerdote sustituto95. Como vemos, 
la Congregación no se limita a trasladar al párroco causante del 
daño, sino que pone un claro remedio positivo, encaminado a 
resarcir a los fieles de algún modo el daño causado por el clérigo 
anterior: un buen párroco que pueda recuperar a los feligreses y 
acercarlos de nuevo a los sacramentos, etc. Realmente el daño 
ocasionado en sí mismo no es resarcible, pero sí se pueden poner 
medios para volver a una situación lo más parecida posible a la 
original. No está al alcance de la Administración eclesiástica, por 
ejemplo, reparar el daño causado a quienes han muerto sin 
sacramentos, etc., sí está en sus manos, en cambio, promover la 
diligencia del sacerdote y evitar, con una remoción, que se siga 
causando el daño. 
En otro caso similar la solución que se adopta es intentar 
convencer al párroco para que dimita voluntariamente, dejándole 
que decida acerca de la compensación que desea, pero se excluye 
expresamente el traslado a otra parroquia 96. El contenido del 
concepto de daño en este caso es espiritual: el abuso del secreto 
de confesión ("il parroco abusi in qualunque modo della 
confessione in aborrimento del sacramento della penitenza"), y la 
medida positiva que se pone es la prohibición de ejercer en otra 
parroquia, aunque para el daño ya realizado no se establezca 
resarcimiento. La medida es en cierto sent ido positiva, porque 
podría haberse decidido simplemente el traslado a otra parroquia. 
 
95. S.C. Ep. et Reg., Alben., 15.X.1601: "Hanno risoluto che il medesimo 
Curato stia assente per sei mesi da quella Chiesa, lasciandola intanto provista 
di buon Cappellano con onesta provisione, e che intanto ella lo vada 
disponendo a rassegnarla". 
96. S.C. Ep. et Reg., Tiburtina, 20.VI.1831. 
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c. 4) Restitución moral para daños morales 
 
Entre las decisiones de la Rota de las primeras décadas del 
siglo XX encontramos la sentencia de la causa coram Heiner de 
19.VI.1911, donde se impone al sujeto causante del daño –en este 
caso una difamación que ha tenido como consecuencia la 
remoción injusta de un Vicario General–, la obligación de 
publicar la parte dispositiva de la sentencia en la revista 
diocesana: "respondemus, ita ut Episcopus, teneatur publicare vel 
publicandam curare partem dispositivam huius sententiae in 
ephemeride catholica diocesana, vel in diocesano Calendario, seu 
Ordine, loco quidem conspicuo"97, y se determina que el Obispo 
tiene que satisfacer la lesión de la fama y compensar los daños 
materiales: "Quid igitur debet Episcopus Encolpio? 
satisfactionem et compensationem: satisfactionem pro laesione 
famae consequente dimissionem; compensationem pro damnis 
praesertim materialibus"98. Como vemos, la idea es la misma: los 
daños, sean o no materiales, exigen reparación. En los siglos 
XVII, XVIII, y XIX, las soluciones tenían un alcance limitado, 
como limitado era el daño: la difamación no se extendería mucho 
más allá del pueblo mismo, por eso era suficiente con rehabilitar 
al injuriado en su parroquia. En el siglo XX, la posibilidad de 
difusión de una injuria es mayor, de ahí que se busque un medio 
proporcionado al alcance del daño, en este caso la publicación de 
la verdad en la revista diocesana. Se inicia en esta sentencia una 
distinción que repite el Código actual: para la reparación de los 
daños materiales se utiliza el término compensación; para la de 
los no materiales el término satisfacción. Con esto el juez hace 
presente la imposibilidad con que se encuentra en muchas 
 
97. D.R., vol III, coram Heiner, 19.VI.1911, § 34. 
98. D.R., vol III, coram Heiner, 19.VI.1911, § 27. 
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ocasiones de adoptar una medida adecuada, que logre un 
resarcimiento total del daño. 
En otra sentencia se repite esta medida para reparar el daño: la 
publicación de la parte dispositiva de la sentencia –donde se 
aclaran los hechos y se condena al difamador– en la revista 
diocesana: "Statuimus, partem dispositivam huius sententiae in 
aliqua dioecesis L. ephemeride (quam Reverendissimus 
Ordinarius designabit) esse publicandam, vel alio modo, qui ipsi 
Ordinario placuerit"99. 
En 1914, en una causa de difamación, se pone un medio 
concreto para la reparación de este daño: una retractación pública 
de todo lo que ha constituido la injuria, aparte de los medios que 
pone la Iglesia –como la imposición de la penitencia de hacer 
unos ejercicios espirituales– para que el causante de la 
difamación se arrepienta; se decide además que la reparación de 
los daños materiales se trate en distinta sede judicial, y estiman 
los jueces que todo ello es conforme al Derecho y a la 
equidad100. 
Existe una sentencia ya actual (1988) del Tribunal diocesano 
de Vancouver, que no fue impugnada en instancias superiores por 
 
99. D.R., vol VIII, coram Cattani, 31.VII.1916, § 10. 
100. "In casu itaque iudices in appellata sententia, admissa et retenta 
diffamatione ex parte conventi P. Fei, aeque arbitrati sunt eum puniendum 
esse poena decem dierum spiritualium exercitiorum, praevia admonitione 
Supremi Moderatoris Ordinis, illumque ad retractationem publicam 
damnandum esse, itemque ad expungendas vel retractandas denunciatas notas, 
et de resarcitione damnorum materialium rationem habendam in separata 
iudicii sede, quas poenas et dispositiones infrascripti Patres Domini ut 
aequitati et iuri consonas cognoverunt" (D.R., vol. VI, coram Mori, 21.II.1914, 
§ 14). En otras ocasiones se plantean parecidas situaciones ante los tribunales 
eclesiásticos, que no dejan de advertir la necesidad de intentar la reparación de 
ese tipo de lesiones: "deinde petebat ‘des rétractations publiques’, nempe iuxta 
modos aptos ad restituendam famam, apud multos, ut asserit, laesam, cum 
epistola diei 25.VIII ad multos pervenerit. Postea petebat refectionem 
damnorum atque expensarum" (D.R., vol. XXIV, coram Jullien, 13.II.1932, § 
7). 
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acogerse ambas partes a la decisión de este tribunal. El caso toca 
el tema de la difamación. Los hechos son los siguientes: la 
psiquiatra Dra. Esther, fiel de la parroquia de Sta. Madeleine, se 
siente difamada por los comentarios que hace el nuevo párroco 
acerca de su trabajo como psiquiatra, ayudando a matrimonios de 
la parroquia que atraviesan momentos difíciles. La sentencia se 
plantea si los hechos que se alegan son verdaderos, a lo que 
responde que sólo en algunos casos; se pregunta además si tales 
hechos constituyen difamación, a lo que responde negativamente 
salvo tres cuestiones que podrían serlo, y qué reparación ha de 
hacerse a la doctora. Dado que la doctora no buscaba 
compensación monetaria, sino únicamente recobrar la paz de su 
conciencia, se impone al párroco el deber de redactar una nota en 
la que se excuse ante la doctora por su actitud. El texto de la nota 
se publicará sólo si las partes aceptan la sentencia, y dice que el 
párroco, aceptando completamente la sentencia del 12.I.1988, 
admite que en las tres ocasiones que se señalan en la sentencia 
había expresado su opinión acerca del trabajo como psiquiatra de 
la Dra. Esther, opiniones que no fueron bien entendidas. Por 
tanto, pide perdón por el daño que esas expresiones pudieron 
haber ocasionado101. 
Hasta aquí el relato sucinto de algunos ejemplos que muestran 
la existencia de una clara sensibilidad del ordenamiento canónico 
ante el problema del resarcimiento de daños, y no sólo cuando se 
trata de lesiones materiales, o evaluables económicamente, sino 
también en el caso de lesiones morales e incluso cuando se trata 
de lesiones propiamente espirituales, es decir, que afectan a los 
 
101. S. 12.I.1988, tribunal de Vancouver. "Dear Dr.: 
I, the undersigned, Father George, fully accepting the decision taken by the 
judges in their sentence of January 12, 1988, admit that on the three specific 
occasions identified in the sentence I have expressed opinions about Dr.'s 
practice of psychiatry that could be, and in fact were, negatively construed. 
Therefore, for whatever hurt or ill-feeling such expressions may have 
occasioned, I apologize". P. LOPEZ-GALLO, Cases, en "The Jurist" 49 (1989), 
pp. 286-302. 
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bienes más propios de la misión espiritual de la Iglesia. Cuestión 
distinta es el mayor o menor acierto de las soluciones concretas 
ofrecidas en cada supuesto. Queda suficientemente ilustrado, a 
nuestro juicio, que nos hallamos ante una cuestión propiamente 
canónica, de la que existen numerosas huellas en la experiencia 
jurídica de la Iglesia: hay y ha habido una clara conciencia de la 
posibilidad del daño en el ordenamiento canónico y de la 
necesidad de resarcirlo. Hay, además, una clara voluntad 
legislativa de dar cauce a este instituto. Vale la pena intentar un 
esfuerzo, doctrinal y jurisprudencial, para configurarlo con unos 
perfiles genuinamente canónicos, que valoren debidamente los 
bienes más específicos y los aspectos más característicos que 
interesan al Derecho de la Iglesia, y que pongan en juego toda la 
sensibilidad y todos los medios al alcance de la Administración 
eclesiástica, para situar al ordenamiento canónico en esta materia 
en la posición de vanguardia que, por muchas razones, puede y 
debe ocupar. 
 
